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I.  EL RÉGIMEN CONSTITUCIONAL DE LA INDUSTRIA PETROLERA 

Los yacimientos petroleros en Venezuela, como todos los mineros, siempre han sido 
del dominio público conforme a los principios que se establecieron en las Ordenanzas de 
Minería de Nueva España, recogidos en la legislación republicana a partir de la indepen-
dencia1. En consecuencia, la industria petrolera y minera siempre ha estado sometida en 
Venezuela a técnicas de intervención del Estado mediante el otorgamiento de concesiones, 
autorizaciones o permisos a los particulares para su realización. 

Estos principios tradicionales del ordenamiento jurídico venezolano han sido reafir-
mados en la Constitución de 1999, en la cual se han declarado a los yacimientos mineros y 
petroleros como bienes del dominio público; se ha regulado, en general, el régimen de las 
concesiones de explotación de los recursos naturales y se han establecido regulaciones 
específicas de protección al ambiente. 

En efecto, en primer lugar, el artículo 12 de la Constitución declara que los yacimientos 
mineros y de hidrocarburos, cualquiera que sea su naturaleza, existentes en el territorio 
nacional, bajo el lecho del mar territorial, en la zona económica exclusiva y en la platafor-
ma continental, pertenecen a la República, son bienes del dominio público y, por tanto, 
inalienables e imprescriptibles2.  

En segundo lugar, en cuanto al régimen de las concesiones, el artículo 113 de la Consti-
tución regula las concesiones del Estado cuando se trate de explotación de recursos natu-
rales propiedad de la Nación o de la prestación de servicios de naturaleza pública, con 
exclusividad o sin ella, las cuales se pueden otorgar por tiempo determinado, asegurando 
siempre la existencia de contraprestaciones o contrapartidas adecuadas al interés público. 
Además, el artículo 156, ordinal 16 de la Constitución, al enumerar las competencias del 
Poder Nacional, incluye el régimen y administración de las minas e hidrocarburos y el 

                                                      
1  Véase en general sobre el tema Isabel Boscán de Ruesta, “La propiedad de los yaci-

mientos de los hidrocarburos. Evolución histórica”, en El Derecho Público a comienzos 
del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-Carías, Tomo III, Instituto de 
Derecho Público, UCV, Civitas Ediciones, Madrid, 2003, pp. 3061-3105. 

2 En esta forma se le da rango constitucional a lo ya previsto en la Ley de Minas (art. 2) 
(Gaceta Oficial nº 5382 de 28-09-99) y en la Ley Orgánica de Hidrocarburos Gaseosos 
(art. 1º) (Gaceta Oficial nº 36.793 de 23-9-99). Véase nuestra propuesta sobre esto en 
Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, Tomo II, op. cit., pp. 35 y 39.  
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aprovechamiento de los bosques, suelos, aguas y otras riquezas naturales del país, preci-
sando que el “Ejecutivo Nacional no podrá otorgar concesiones mineras por tiempo inde-
finido”. 

En tercer lugar, en la Constitución se estableció un novedoso Capítulo sobre los dere-
chos ambientales, cuyas regulaciones se aplican, en particular, en los casos de explotación 
de recursos naturales como los mineros y de hidrocarburos3. En particular, se establecieron 
las siguientes regulaciones: 

Primero, en el artículo 127 se declara que es un derecho y un deber de cada generación 
proteger y mantener el ambiente en beneficio de sí misma y del mundo futuro. Además, 
toda persona tiene derecho individual y colectivamente a disfrutar de una vida y de un 
ambiente seguro, sano y ecológicamente equilibrado. Las consecuencias de estos derechos 
son que el Estado debe proteger el ambiente, la diversidad biológica, genética, los procesos 
ecológicos, los parques nacionales y monumentos naturales y demás áreas de especial im-
portancia ecológica. Se agrega, además, que es una obligación fundamental del Estado, con 
la activa participación de la sociedad, garantizar que la población se desenvuelva en un 
ambiente libre de contaminación, en donde el aire, el agua, los suelos, las costas, el clima, 
la capa de ozono, las especies vivas, sean especialmente protegidos, de conformidad con la 
ley. Por último se prohíbe la patentabilidad del genoma de los seres vivos, remitiéndose a 
la ley que se refiere a los principios bioéticos la regulación de la materia.  

Segundo, en el artículo 128 se impone al Estado la obligación de desarrollar una política 
de ordenación del territorio atendiendo a las realidades ecológicas, geográficas, poblacio-
nales, sociales, culturales, económicas, políticas, de acuerdo con las premisas del desarro-
llo sustentable, que incluya la información, consulta y participación ciudadana. Una ley 
orgánica debe desarrollar los principios y criterios para este ordenamiento, con lo que se 
remite a la Ley Orgánica para la Ordenación del Territorio de 19834. 

                                                      
3  Véase en general, Fortunato González Cruz, “El ambiente en la nueva Constitución 

venezolana”, en El Derecho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor 
Allan R. Brewer-Carías, Tomo III, Instituto de Derecho Público, UCV, Civitas Ediciones, 
Madrid, 2003, pp. 2917-2923; Germán Acedo Payarez, “La Constitución de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela de 1999 y los denominados ‘Derechos Ambientales”, en 
El Derecho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-
Carías, Tomo III, Instituto de Derecho Público, UCV, Civitas Ediciones, Madrid, 2003, 
pp. 2925-2978; Alberto Blanco-Uribe Quintero, “La tutela ambiental como derecho-
deber del Constituyente. Base constitucional y principios rectores del derecho ambien-
tal”, en Revista de Derecho Constitucional, nº 6 (enero-diciembre). Editorial Sherwood, Ca-
racas, 2002, pp. 31-64; Alberto Blanco-Uribe Quintero, “El ciudadano frente a la defen-
sa jurídica del ambiente en Venezuela”, en El Derecho Público a comienzos del siglo XXI. 
Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-Carías, Tomo III, Instituto de Derecho Pú-
blico, UCV, Civitas Ediciones, Madrid, 2003, pp. 2995-3008; y Véase Luciano Parejo Al-
fonso, “El derecho al medio ambiente y la actuación de la Administración Pública”, en 
El Derecho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-
Carías, Tomo III, Instituto de Derecho Público, UCV, Civitas Ediciones, Madrid, 2003, 
pp. 2979-2994. 

4 Véase Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica para la Ordenación del Territorio, Caracas, 
1983. 
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Tercero, en el artículo 129 de la Constitución se ha elevado a rango constitucional el re-
quisito que hasta ese momento era de orden reglamentario, de exigir que todas las activi-
dades susceptibles de generar daños a los ecosistemas, deben ser previamente acompaña-
das de estudios de impacto ambiental y socio cultural. 

Cuarto, en el mismo artículo 129 de la Constitución se dispone que el Estado debe im-
pedir la entrada al país de desechos tóxicos y peligrosos, así como la fabricación y uso de 
armas nucleares, químicas y biológicas, remitiendo a una ley especial la regulación del 
uso, manejo, transporte y almacenamiento de las sustancias tóxicas y peligrosas.  

Quinto, en el mismo artículo 129 de la Constitución se establece que en los contratos 
que la República celebre con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, o en 
los permisos que se otorguen, que involucren los recursos naturales, se debe considerar 
incluida aun cuando no estuviera expresa, la obligación de conservar el equilibrio ecológi-
co, de permitir el acceso a la tecnología y la transferencia de la misma en condiciones mu-
tuamente convenidas y de restablecer el ambiente a su estado natural si éste resultara alte-
rado, en los términos que fije la ley. 

Como se dijo, estas normas constitucionales recogen la tradición normativa anterior, 
conforme a la cual, siendo los yacimientos mineros y de hidrocarburos del dominio públi-
co, su explotación industrial podía y puede desarrollarse por los particulares mediante 
concesiones, autorizaciones y permisos, con sujeción a las normas de protección ambiental. 
En cuanto al régimen de la industria minera, por otra parte, las técnicas de intervención 
del Estado a partir de 1999 han continuado siendo las mismas, girando en torno a la figura 
de la concesión. En cambio, en materia de la industria petrolera, la situación cambió radi-
calmente en 2000 pues en esta materia se produjo un proceso de desnacionalización petro-
lera, volviéndose en algunos sectores de actividad al esquema de las “concesiones” que 
había sido abolido en 1975, aún con otro nombre.  

En efecto, una de las decisiones políticas más importantes que se tomaron en el país 
durante la segunda mitad del Siglo pasado, fue la nacionalización de la industria petrolera, es 
decir, la reserva que se hizo al Estado de “todo lo relativo a la exploración del territorio 
nacional en búsqueda de petróleo, asfalto y demás hidrocarburos; a la explotación de ya-
cimientos de los mismos, a la manufactura o refinación, transporte por vías especiales y 
almacenamiento; al comercio exterior e interior de las substancias explotadas y refinadas, 
y a las obras que su manejo requiera”. Así se estableció en el artículo 1º de la Ley que re-
serva al Estado la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos de 19755.  

Esa Ley Orgánica, al igual que las que se dictaron en los comienzos de los años setenta 
en relación con la nacionalización de la industria del gas natural (1971), la industria y ex-
plotación del mineral de hierro (1975), y el mercado interno de hidrocarburos (1973); se san-
cionó con base en la previsión del artículo 97 de la Constitución de 1961 que establecía la 

                                                      
5   Gaceta Oficial nº 35.754 de 17-07-95. Véase en general, sobre la nacionalización petrolera de 1975, “Régi-

men jurídico de las nacionalizaciones en Venezuela”, Homenaje del Instituto de Derecho Público al Profesor 
Antonio Moles Caubet, Archivo de Derecho Público y Ciencias de la Administración, Vol. VIII (1972-1979), 
Instituto de Derecho Público, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1981. 
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posibilidad de que el Estado pudiera “reservarse determinadas industrias, explotaciones o 
servicios de interés público por razones de conveniencia nacional”. Se trataba de una nor-
ma fundamental de la Constitución Económica que había adoptado el texto de 1961, de 
carácter mixto y flexible, que por ello permitía sin que existiera una rigidez constitucional, 
es decir, sin necesidad de estar reformando la Constitución al inicio de cada gobierno, ir 
conformando la política económica del Estado, como efectivamente ocurrió durante las 
tres décadas de vigencia de dicha Constitución6. Con esa decisión, en todo caso, quedó 
excluida del régimen de la industria petrolera, la técnica de las concesiones petroleras que 
la habían caracterizado desde inicios del Siglo XX. 

En todo caso, conforme al marco constitucional de 1961, así como se podían nacionali-
zar industrias por razones de conveniencia nacional como ocurrió con la industria petrole-
ra, en otras circunstancias y otros tiempos, se las podía privatizar. Por ello, así como ini-
cialmente la nacionalización petrolera excluyó de la industria la participación del capital 
privado al eliminar las concesiones, luego de 20 años de consolidación de la industria na-
cionalizada, conforme a la propia Ley que reserva al Estado la industria y el comercio de 
los hidrocarburos (Ley de Nacionalización) (Art. 5) se procedió a iniciar la llamada “aper-
tura petrolera” que buscaba hacer participar en la industria reservada, al capital privado 
mediante Convenios de Asociación con el Estado; e, incluso, se dictó la Ley Orgánica de 
Apertura del Mercado Interno de la Gasolina y otros Combustibles derivados de los 
Hidrocarburos para el Uso de Vehículos Automotores de 19987.  

Precisamente, ante la propuesta de incluir en el proyecto de Constitución de 1999 el 
texto del artículo 5º de la Ley de Nacionalización de 1975, en el debate que tuvo lugar en la 
Asamblea Nacional Constituyente el 7 de noviembre de 1999, al referirnos al artículo 97 de 
la Constitución de 1961 señalamos, que:  

“Con una norma constitucional como esta, el Estado se reservó la industria y 
la comercialización de los hidrocarburos, incluyendo el gas; pero luego ha 
iniciado la apertura del mercado interno de los hidrocarburos y de los hidro-
carburos gaseosos sin necesidad de reformar la Constitución, también por ra-
zones de conveniencia nacional que es, por supuesto, cambiante y dinámica. 
Por ello estimo que no tiene sentido, en el largo plazo, constitucionalizar el 
texto del artículo 5º de la Ley de Nacionalización Petrolera”8 

                                                      
6  Véase lo que hemos expuesto sobre la Constitución económica en el texto de 1961 en 

Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre la Constitución Económica” en Estu-
dios sobre la Constitución Española. Homenaje al profesor Eduardo García de Enterría, Edito-
rial Civitas, Madrid, 1991, pp. 3.839-3.853. 

7  Gaceta Oficial nº 30.537 de 11-09-1998 
8  Allan R, Brewer-Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacional Constitu-

yente), Tomo III, Caracas 1999, pp. 210 y ss. 
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La Constitución de 1999, en efecto y lamentablemente, al tratar algunos constituyentes 
de constitucionalizar la nacionalización de la industria petrolera9 en el artículo 302, es de-
cir, al tratar de elevar a rango constitucional los textos básicos de la Ley de Nacionaliza-
ción de 1975 (arts. 1 y 5) sustituyendo al artículo 97 antes mencionado de la Constitución 
de 196110, lo que lograron fue el efecto contrario, es decir, la incorporación de una norma 
mal redactada e imprecisa11, pero que dejó la definición del ámbito de la reserva a lo esta-
blecido “mediante la ley orgánica respectiva”.  

Dicho artículo 302, en efecto reza en la materia que “El Estado se reserva, mediante la 
ley orgánica respectiva, y por razones de conveniencia nacional, la actividad petrolera y 
otras industrias, explotaciones, servicios y bienes de interés público y de carácter estratégi-
co”. 

Lamentablemente, la búsqueda de rigidizar constitucionalmente la nacionalización de 
la industria petrolera en la Constitución de 1999, lo que produjo fue el efecto contrario: 
abrir la puerta para la desnacionalización de la industria petrolera, lo que además ocurrió en la 
práctica, encubierta por un discurso antiliberal.  

Ese proceso, en efecto, comenzó coincidencialmente cuando se efectuaban los debates 
ante las Comisiones de la Asamblea Nacional Constituyente, al dictarse el Decreto-Ley Nº 
310 de 12 de septiembre de 1999 mediante el cual se sancionó la Ley Orgánica de Hidro-
carburos Gaseosos (Gaceta Oficial Nº 36793 de 23-09-1999); y continuó un año después, con 
la emisión de otro Decreto-Ley, Nº 1510 de 2 de noviembre de 2001, mediante el cual se 
sancionó la Ley Orgánica de Hidrocarburos (Gaceta Oficial Nº 37323 de 13 de noviembre de 
2001) 12 la cual, precisamente, derogó la Ley de Nacionalización petrolera de 1975. Ade-
más, en 1999 también se sancionó la Ley de Minas mediante Decreto-Ley N° 295 de 5 de 
septiembre de 199913, la cual, como se dijo, no varió mayormente el régimen de concesio-
nes, autorizaciones y permisos mineros. 

Sin embargo, en materia petrolera la situación ha sido distinta, pues para 2005, la re-
serva al Estado de actividades en el campo de los hidrocarburos era mucho más reducida; 
la intervención de la Asamblea Nacional para autorizar la participación del capital privado 

                                                      
9  Véase Gastón Parra Luzardo, La Constituyente. Renacer de una esperanza ¿utopía?, Cara-

cas, 2002, pp. 45, 109 y ss, y 142 y ss.  
10  Por nuestra parte salvamos nuestro voto en relación con el artículo 302 de la Constitu-

ción, proponiendo en cambio conservar el texto del artículo 97 de la Constitución de 
1961, por considerar que “Las reservas de rango constitucional de determinados bie-
nes y servicios no son convenientes para el régimen constitucional flexible que requie-
re la economía, lo que debe hacerse por ley. No tiene sentido reservar constitucional-
mente la industria petrolera, cuando se está en proceso de desestatizar la relativa al 
gas”. Véase Allan R, Brewer-Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacional 
Constituyente), Tomo III, Caracas 1999, pp. 121 y ss; y 210 y ss1, as 

11  Véase las críticas a la norma y los comentarios sobre lo que realmente adquirió rango 
constitucional en la misma, en Isabel Boscán de Ruesta, La actividad petrolera y la nueva 
Ley Orgánica de Hidrocarburos, FUNEDA, Caracas, 2002, pp. 149 y ss.  

12  Reformada parcialmente en 2006, Gaceta Oficial nº 38.493 del 4 de agosto de 2006. 
13  Gaceta Oficial nº 5.382 Extraordinario de 28 de septiembre de 1999. 
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en dichas actividades era mucho más limitada; la constitucionalización de la nacionaliza-
ción petrolera que se concibió en la Asamblea Nacional Constituyente en 1999, no sólo 
abrió la puerta de la desnacionalización de la industria petrolera, sino que condujo a la 
previsión expresa en la propia Constitución de la posibilidad de la venta de las acciones de 
las empresas filiales de PDVSA, lo que ni siquiera se hubiera podido imaginar durante la 
vigencia de la Ley de Nacionalización petrolera de 1975; y se volvió incluso, en algunas 
actividades, al esquema de las antiguas “concesiones”, las cuales ahora son llamadas “li-
cencias” o “permisos”, pero con contenido casi idéntico.  

II.  LA NACIONALIZACIÓN DE LA INDUSTRIA PETROLERA EN 1975 Y LA POSI-
BILIDAD DE PARTICIPACIÓN DEL CAPITAL PRIVADO EN LA MISMA ME-
DIANTE CONVENIOS OPERATIVOS Y DE ASOCIACIÓN 

Como antes se dijo, conforme a la previsión del artículo 97 de la Constitución de 1961 
se sancionó la Ley que Reserva al Estado la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos 
(en lo adelante Ley de Nacionalización), con la cual se nacionalizó la industria y el comer-
cio de los hidrocarburos. Como es sabido, la nacionalización no se produjo respecto del 
petróleo ni de los yacimientos en si mismos, los cuales siempre han sido del Estado como 
titular del dominio público sobre el subsuelo, como ahora, incluso, la Constitución de 1999 
lo declara expresamente (art. 12). 

Dicha Ley, como decisión política, se dictó en medio de una gran polémica y expecta-
tiva, pues se trataba de nacionalizar la principal industria del país; y uno de los temas de 
mayor discusión, en todo caso, fue el de si con la nacionalización se reservaba total y abso-
lutamente al Estado la industria y el comercio de los hidrocarburos, o si se dejaba alguna 
posibilidad de que en alguna forma el sector privado pudiera participar en las actividades 
reservadas. 

Esa discusión y controversia se centró, así, en la redacción del artículo 5º de la Ley Or-
gánica, el cual en definitiva estableció que: 

“Artículo 5°. – El Estado ejercerá las actividades señaladas en el artículo 1° de 
la presente Ley directamente por el Ejecutivo Nacional o por medio de entes 
de su propiedad, pudiendo celebrar los convenios operativos necesarios para 
la mejor realización de sus funciones, sin que en ningún caso estas gestiones 
afecten la esencia misma de las actividades atribuidas. 

En casos especiales y cuando así convenga al interés público, el Ejecutivo Na-
cional o los referidos entes podrán, en el ejercicio de cualquiera de las señala-
das actividades, celebrar convenios de asociación con entes privados, con una 
participación tal que garantice el control por parte del Estado y con una dura-
ción determinada. Para la celebración de tales convenios se requerirá la pre-
via autorización de las Cámaras en sesión conjunta, dentro de las condiciones 
que fijen, una vez que hayan sido debidamente informadas por el Ejecutivo 
Nacional de todas las circunstancias pertinentes”.  
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Se distinguieron, así, a los efectos de permitir la participación del sector privado en la 
industria, dos modalidades contractuales: los convenios operativos y los convenios de aso-
ciación que se podían establecer con empresas privadas.14 

Los primeros, es decir, los convenios operativos no afectaban en forma alguna la re-
serva que se había hecho al Estado de la industria, y podían suscribirse todos los que las 
empresas petroleras nacionalizadas considerasen necesarios para la mejor realización de 
sus actividades. Dichos convenios operativos, por supuesto, en ningún caso afectaban la 
esencia misma de las actividades atribuidas o reservadas al Estado. 

Los convenios de asociación, en cambio, permitían al Estado asociarse con particulares 
para realizar las actividades reservadas, lo que implicaba un régimen jurídico excepcional 
de asociación o participación del sector privado en las actividades reservadas, lo que exi-
gía la intervención previa del órgano legislativo para que pudieran suscribirse. 

En todo caso, era sólo a través de los referidos convenios de asociación que en la Ley 
de Nacionalización se permitía la participación del capital privado en la industria petrole-
ra nacionalizada, es decir, en la industria y comercio de los hidrocarburos. 

Esa participación, sin embargo, no fue permitida durante los primeros veinte años de 
vigencia de la Ley; situación que cambió a comienzos de la década de los noventa, por las 
transformaciones ocurridas en el mercado petrolero mundial. 

1. La apertura petrolera en 1994 y los Convenios de asociación 

En efecto, en 1994, el Ejecutivo Nacional presentó al Congreso para su autorización 
previa, conforme a lo regulado en dicho artículo 5º de la Ley de Nacionalización, un Pro-
yecto de Marco de Condiciones a los fines de la celebración de “Convenios de Asociación 
para la Exploración a Riesgo de nuevas áreas y la producción de Hidrocarburos bajo el 
Esquema de Ganancias Compartidas”. Con ello se buscaba permitir, mediante Convenios 
de Asociación con el capital privado, la exploración y, en consecuencia, el posible descu-
brimiento de nuevas reservas de hidrocarburos, especialmente de crudos livianos y me-
dianos, particularmente tomando en cuenta que en los 10 años subsiguientes se presenta-
rían oportunidades de mercado que exigían un aumento de la capacidad de producción 
del país para atender la cuota que le correspondía en el incremento de la demanda petrole-
ra mundial. 

En tal sentido, el Ejecutivo Nacional consideró que los nuevos Convenios de Asocia-
ción contribuirían a la consolidación y al crecimiento de la industria petrolera nacional, sin 
menoscabo de la soberanía estatal sobre los recursos energéticos; partiendo del supuesto 
de que el petróleo había sido y continuaría siendo pilar fundamental y motor del creci-
miento y del desarrollo económico del país, pero para lo cual se hacía necesario seguir 
consolidando el sector petrolero tanto público como privado. 

                                                      
14  Véase en Isabel Boscán de Ruesta, La actividad petrolera y la nueva Ley Orgánica de Hidro-

carburos, FUNEDA, Caracas 2002, pp. 127 y ss. 
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Las Cámaras Legislativas mediante Acuerdo de 4 de julio de 1995, conforme a lo solici-
tado por el Ejecutivo, autorizaron la “celebración de los Convenios de Asociación para la 
exploración a riesgo de nuevas áreas y la producción de hidrocarburos bajo el esquema de ganancias 
compartidas” (Gaceta Oficial N° 35.754 de 17-07-95), conforme al Marco de Condiciones que 
se detalló en el artículo 2 del Acuerdo.  

Entre las disposiciones de dicho Marco, se dispuso que el Ejecutivo Nacional debía de-
terminar Áreas geográficas que se describieron en un Anexo, en favor de una filial de Pe-
tróleos de Venezuela, S.A. “para realizar las actividades relacionadas con la exploración y 
explotación de yacimientos de hidrocarburos, con el transporte por vías especiales, alma-
cenamiento y comercialización de la producción obtenida en las Áreas, y con las obras que 
su manejo requiera, todo de conformidad con la dispuesto en la Ley Orgánica que Reserva 
al Estado la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos” (Primera).  

A los efectos de la celebración de los Convenios de Asociación, se dispuso que la Filial 
debía llevar a cabo los procesos de licitación que fueran necesarios para seleccionar a las 
empresas inversionistas privadas con las cuales celebrarían los Convenios de Asociación 
para realizar las actividades descritas conforme al artículo 5° de la Ley Orgánica que Re-
serva al Estado la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos (Segunda). Con la firma de 
cada Convenio por parte de los Inversionistas y la Filial, y de conformidad con los térmi-
nos y condiciones establecidos, quedaba entonces constituida una asociación para realizar 
las actividades descritas en cada una de las Áreas correspondientes (Tercera).  

A los efectos de asegurar el control del Estado se dispuso, además, que antes de dar 
inicio a las actividades del Convenio, en cada uno de los Convenios debía constituirse un 
“Comité de Control”, conformado por igual número de miembros designados por los In-
versionistas y la Filial de PDVSA, que debía presidir un miembro designado por esta últi-
ma. Para la validez de las deliberaciones y decisiones del Comité, se precisó que se reque-
ría la presencia y el consentimiento de los miembros designados por la Filial, teniendo el 
Presidente doble voto para resolver los casos de empate (Cuarta). 

A los efectos de implementar el Convenio de Asociación, se dispuso que los Inversio-
nistas y la Filial, debían constituir antes de iniciar las actividades del Convenio, una socie-
dad anónima o Empresa Mixta en Venezuela, en la cual la Filial debía poseer el 35% del 
capital social y los Inversionistas el 65%. La Empresa Mixta tenía por finalidad dirigir, 
coordinar y supervisar las actividades de exploración, producción, transporte y comercia-
lización objeto del Convenio (Quinta). Se dispuso, además, que la Empresa Mixta quedaba 
facultada para llevar a cabo por sí misma, o hacer realizar por terceros, las operaciones 
requeridas para cumplir el objeto del Convenio, si así los considerase conveniente.  

Dentro de los términos y condiciones de la Asociación pautados en el Convenio, se 
debía establecer el compromiso de los Inversionistas de llevar a cabo las actividades explo-
ratorias en el Área por su exclusiva cuenta y riesgo, con base a un plan establecido. Cum-
plido el Plan de Exploración, la continuación del esfuerzo exploratorio debía ser aprobada 
por el Comité de Control; y con esa aprobación se otorgaba a los Inversionistas el derecho 
a continuar la exploración por su exclusiva cuenta y riesgo (Sexta).  
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Si en el curso de cualquier fase del esfuerzo exploratorio se descubrían yacimientos de 
hidrocarburos dentro del Área, los Inversionistas debían definir las características y co-
mercialidad de tales descubrimientos con base a un plan que debía ser aprobado por el 
Comité de Control. Además, ejecutado el Plan de Evaluación, los Inversionistas debían 
definir la viabilidad de la explotación comercial del descubrimiento y someter a la aproba-
ción del Comité de Control un plan para desarrollar la producción. La explotación de los 
yacimientos de crudos pesados que fuesen descubiertos, estaba supeditada al resultado de 
los estudios de factibilidad que se debían realizar para determinar su viabilidad comercial 
y al Plan de Desarrollo correspondiente.  

En cuanto a la explotación, uso y comercialización del gas asociado a la producción de 
crudos en un Área de Desarrollo, se debía efectuar en conformidad con las disposiciones 
legales aplicables y mediante la utilización de normas y técnicas de general aceptación en 
la industria petrolera internacional. En caso de que fueran descubiertos yacimientos de gas 
libre, su evaluación, desarrollo y comercialización estaba sujeto, dentro de la Asociación, a 
los acuerdos específicos que se establecieren entre las partes, en función de las característi-
cas de los yacimientos y las circunstancias de su futura explotación. Aprobado el Plan de 
Desarrollo, los Inversionistas debían entonces desarrollar, conforme al mismo, los descu-
brimientos del Área de Desarrollo; y en ejecución del Convenio de Asociación, la Filial y 
los Inversionistas, debían establecer un Consorcio en el cual la Filial, debía adquirir una 
participación de un 35% para financiar el desarrollo.  

La duración del Convenio debía incluir un lapso preestablecido para realizar el es-
fuerzo exploratorio, de 3 a 5 años, dependiendo de la complejidad del Área, y 20 años de 
operación comercial a partir de la aprobación del Plan de Desarrollo correspondiente a 
cada Área de Desarrollo. El plazo de la fase exploratoria podía ser extendido en conformi-
dad con la Condición Sexta, por un lapso entre 2 y 4 años. En ningún caso, sin embargo, el 
Convenio podía tener una duración que excediera el término de 39 años contados a partir 
de la entrada en vigencia del Convenio. (Décima primera). 

Conforme al marco aprobado por las Cámaras Legislativas, en los años subsiguientes, 
entre 1993 y 1997 se celebraron varias rondas de negociaciones para la asignación y la 
creación de asociaciones, originándose lo que fueron los siguientes Convenios de Asocia-
ción:  

En primer lugar, las denominadas Asociaciones Estratégicas para las operaciones en la 
Faja Petrolífera del Orinoco, que fueron las siguientes: Petrozuata, S.A., en asociación con 
ConocoPhillips; Sincrudos de Oriente, S.A.(Sincor, S.A.) en asociación con Total y Statoil; 
Petrolera Cerro Negro, S.A., en asociación con Exxon Mobil y British Petroleum; y Petrolera 
Hamaca, C.A. (Petrolera Ameriten) en asociación con ConocoPhillips y Chevron.  

En segundo lugar, las asociaciones constituidas para proyectos de Exploración a Ries-
go y Ganancias Compartidas que fueron las siguientes: en el Golfo de Paria Oeste en aso-
ciación con ConocoPhillips, Eni Venezuela B.V y OPIC Karimun Corporation; en el Golfo de 
Paria Este, en asociación con ConocoPhillips, Inelectra, Eni y OPIC Karimun Corporation; y en 
La Ceiba, en asociación con Exxon Mobil y Petro-Canadá. 
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Además debe mencionarse la Asociación Estratégica autorizada en 2001, para la pro-
ducción de Bitúmen, diseño, construcción y operación de un módulo de producción y 
emulsificación de bitúmen natural para la elaboración de Orimulsión, que fue Orifuels 
Sinoven, S.A., (Sinovensa), en asociación con China National Petroleum Corporation – CNPC 
Services de Venezuela y PetroChina Fuel Oil Company. 

Todas estas asociaciones se constituyeron conforme al marco del Acuerdo del Congre-
so, con el cual, como se dijo, se dio inicio a la denominada apertura petrolera, el cual sin em-
bargo fue impugnado por razones de inconstitucionalidad e ilegalidad por ante la Corte 
Suprema de Justicia en 1995, juicio que concluyó cuatro años después, el 17 de agosto de 
1999, cuando la Corte Supremo dictó sentencia declarando sin lugar la acción de nulidad 
que se había intentado. 

2. La naturaleza “administrativa” de los Convenios de asociación 

En esta sentencia se precisaron diversos aspectos sustantivos del régimen jurídico 
aplicable a los Convenios de Asociación con inversionistas privados que habían sido auto-
rizados por el Congreso, los cuales la Corte consideró como impregnados de las caracterís-
ticas propias de la “contratación administrativa”.  

La Corte, a tal efecto, en esta sentencia precisó las notas identificatorias de los contra-
tos administrativos y del “régimen especial que regula su tratamiento jurídico”, indicando 
que esas notas esenciales eran “la noción de “servicio público” y la consecuente incorpora-
ción en el texto de los contratos -tácita o expresamente- de las denominadas “cláusulas 
exorbitantes”. Sobre estas últimas, dijo la Corte:  

“Estas cláusulas exorbitantes se presentan como disposiciones implícitas en el 
contrato administrativo, que recogen prerrogativas en favor de la Adminis-
tración Pública, justificadas por el interés colectivo involucrado en esa contra-
tación, y cuya proporción es de tal magnitud que en una relación contractual 
común resultan inaceptables.  
Son pues las cláusulas exorbitantes, notas consustanciadas con la naturaleza 
misma de las contrataciones de carácter administrativo. Es precisamente esta 
desproporción que se patentiza entre los intereses del particular frente a los 
del colectivo, lo que define las cláusulas exorbitantes. Se trata así, de aquellas 
disposiciones que un particular no aceptaría insertar en un contrato con otro 
particular, porque son ellas las que en definitiva ponen de relieve o materiali-
zan en el negocio jurídico las potestades administrativas. Potestades no discu-
tidas; y, por el contrario, recibidas por el particular contratante que entiende y 
acepta que no se trata de un capricho de la voluntad administrativa, sino una 
herramienta diseñada por el Derecho Público para garantizarle al colectivo, la 
protección de sus intereses encomendados a la Administración, concretándose 
con ella, la forma más eficaz de asegurar la salvaguarda del interés general, 
imposibilitado de controlarlo directamente y permanentemente”. 
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La Corte indicó que estos criterios “han sido aceptados por gran parte de la doctrina 
extranjera y también venezolana, no obstante que aún existen estudiosos del tema que 
restan relevancia a la distinción que se hace de los contratos administrativos frente a los de 
derecho común, y que insisten en que la misma sólo ha obedecido a razones puramente 
pragmáticas, dirigidas a la determinación del órgano jurisdiccional competente para su 
conocimiento”15. La Corte aceptó, en todo caso, que las cláusulas exorbitantes -insertas 
expresa o tácitamente en el contrato- en realidad no definen los contratos como tales con-
tratos administrativos, “por ser una consecuencia y no un elemento determinante de éste”; 
concluyendo entonces que “la característica que por antonomasia identifica un contrato 
administrativo es el servicio público que se pretende con él, el interés general o la utilidad 
pública perseguida”. 

En cuanto a los Convenios de Asociación autorizados por el Congreso, la Corte admi-
tió que los mismos “contienen per se la noción de servicio público, por tratarse de contrata-
ciones que se postulan como aquellas que más claramente revelan su condición de admi-
nistrativa”. 

3. El control del Estado en la ejecución de los Convenios de asociación 

El artículo 5 de la Ley de Nacionalización no sólo reservó al Estado la industria petro-
lera, sino que dispuso que al permitir la celebración de Convenios de asociación con em-
presas privadas para la realización de las actividades reservadas a la República, debía ase-
gurarse el control del Estado sobre los Convenios. 

Sobre ello, la antigua Corte Suprema de Justicia, en sentencia anterior de 23 de abril de 
1991, al referirse al control a que se refería el artículo 5° de la Ley de Nacionalización, 
había distinguido entre el control sobre los Convenios y el control accionario sobre empre-
sas mixtas, señalando que “lo determinante es el control del convenio, que es una noción 
más jurídica que económica o patrimonial, y por ello se refiere a “participación” sin califi-
carla de alguna manera”16. En el caso de los Convenios de asociación, por tanto, se trata 
siempre de un control contractual interno o corporativo, que se manifiesta por la vía de la 
participación económica o financiera mayoritaria en el capital de la empresa o asociación; 
o por la vía de reservarse el Estado, en el mismo convenio, una intervención decisiva en la 
conducción y administración de la empresa o asociación. Este último supuesto fue preci-
samente el que se previó en el Acuerdo del Congreso autorizando los Convenios de Aso-
ciación, con la creación del Comité de Control en relación con “las decisiones fundamenta-
les de interés nacional relacionadas con la ejecución del Convenio”; Comité en el cual los 

                                                      
15  Es la tesis que hemos sostenido desde hace años en “La evolución del concepto de con-

trato administrativo” en El Derecho Administrativo en América Latina, Curso Internacio-
nal, Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario, Bogotá 1978, pp. 143-167; en Juris-
prudencia Argentina, nº 5.076, Buenos Aires, 13-12-1978, pp. 1-12; en Libro Homenaje al 
Profesor Antonio Moles Caubet, Tomo I, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Uni-
versidad Central de Venezuela, Caracas 1981, pp. 41-69; y en Estudios de Derecho Admi-
nistrativo, Bogotá, 1986, pp. 61-90. 

16  Véase en Oscar Pierre Tapia, Jurisprudencia, abril de 1991, p. 137.  
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miembros designados por la Filial de PDVSA tenían asegurada la presencia y el consenti-
miento. 

Sobre este tema del control, además, la antigua Corte Suprema en la señalada senten-
cia sobre el caso de la apertura petrolera, de 1999, al analizar las reglas de funcionamiento 
del señalado Comité de Control, indicó que “garantizan que el control que debe ejercer el 
Estado directamente o a través de entes de su propiedad (las filiales), está presente en cada 
Asociación que se pacte”; agregando que: “las condiciones que marcan la existencia del 
Comité de Control son reveladoras del estricto control que se pretende de las políticas en 
materia de hidrocarburos y en la toma de las decisiones fundamentales de la Asociación 
que repercutan en aquellas políticas. De esta forma, un Comité integrado paritariamente 
por representación de la filial y del inversionista, presidido por un representante de la fi-
lial con derecho a doble voto en casos de empate, son indudable garantía de la presencia 
del Estado en el destino de estas Asociaciones, no obstante que éste tiene una participación 
hasta del 35% del capital accionario”. 

Ahora bien, todo este amplio esquema de reserva al Estado de la industria petrolera en 
todos sus aspectos, y el régimen de la limitada participación de las empresas privadas en 
el negocio petrolero sólo mediante Convenios de Asociación sometidos al control del Es-
tado, puede decirse que fue cambiado radicalmente a partir de la sanción de la Constitu-
ción de 1999 y particularmente con la nueva legislación relativa a los hidrocarburos, al 
punto de que puede hablarse, específicamente, de un proceso de desnacionalización de la 
industria petrolera a partir de 1999. 

III.  LAS BASES PARA LA “DESNACIONALIZACIÓN” DE LA INDUSTRIA PETRO-
LERA EN 1999 

1.  El fundamento de la “desnacionalización” en la Constitución de 1999 

El artículo 302 de la Constitución de 1999, luego de intensos debates17 y como antes se 
ha comentado, modificó el texto de lo que era el artículo 97 de la Constitución de 1961, y 
pretendió establecer directamente en su texto la reserva al Estado de la industria petrolera, 
en la siguiente forma: “el Estado se reserva, mediante la ley orgánica respectiva y por razo-
nes de conveniencia nacional, la actividad petrolera”.  

En esta forma, los principios relativos a la reserva de la industria petrolera efectuada 
mediante la Ley de Nacionalización de 197518, al momento de sancionarse la Constitución de 

                                                      
17 Véase nuestro voto salvado en primera discusión en Allan R. Brewer-Carías, Debate 

Constituyente, Tomo III, op. cit., pp. 209 y 210. 
18 Véase nuestros comentarios sobre ese proceso en Allan R. Brewer-Carías, “Aspectos 

organizativos de la industria petrolera nacionalizada”, en Archivo de Derecho Público y 
Ciencias de la Administración, Instituto de Derecho Público UCV, Vol. III, Tomo I, Cara-
cas, 1981, pp. 407 a 492. 
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1999 puede decirse que adquirieron rango constitucional19, pero el ámbito de la reserva re-
sultó completamente flexible pues quedó sujeto expresamente a lo que dispusiera la “ley 
orgánica respectiva”. Así resultó, que la constitucionalización de la reserva de la industria 
petrolera no pasó de ser una declaración, sin efectos reales, la cual además se desdibujó al 
poco tiempo. En otros términos, la constitucionalización de la reserva al Estado de la indus-
tria petrolera a lo que condujo fue al inicio de lo que puede denominarse como la desnacio-
nalización de la propia industria petrolera, al dictarse, en 1999, la Ley Orgánica de Hidro-
carburos Gaseosos y, en 2001, la Ley Orgánica de Hidrocarburos20. 

En cuanto a la constitucionalización de la reserva al Estado de la industria petrolera, 
debe mencionarse, además, que con motivo de la propuesta de algunos constituyentes 
ante la Asamblea Nacional Constituyente, de constitucionalizar también la propiedad ex-
clusiva del Estado sobre las acciones de Petróleos de Venezuela S.A.21, en la Constitución 
de 1999 se incorporó el artículo 303 que establece expresamente que por razones de sobe-
ranía económica, política y de estrategia nacional “el Estado conservará la totalidad de las 
acciones de Petróleos de Venezuela, S.A. o del ente creado para el manejo de la industria 
petrolera”. Pero lamentablemente, en la norma se agregó que se exceptuaba de esa reserva, 
la propiedad de las acciones “de las filiales, asociaciones estratégicas, empresas y cualquier 
otra que se haya constituido o se constituya como consecuencia del desarrollo de negocios 
de Petróleos de Venezuela, S.A”. En esta forma, el efecto logrado fue el contrario al que se 
pretendía, pues la reserva de la propiedad de las acciones establecida constitucionalmente 
sólo quedó referida a las de Petróleos de Venezuela SA (PDVSA), es decir, a las del hol-
ding petrolero, pero no a las de sus empresas filiales, respecto de las cuales incluso la 
Constitución “aclaró” que las mismas si podrían ser enajenadas22. Incluso, la excepción se 
refiere en general a las acciones que pueda tener PDVSA en cualquier tipo de empresa, aún 
cuando se constituyan en el futuro, al referirse a las acciones “en asociaciones estratégicas, 

                                                      
19  Esos principios son, como lo destacó Isabel Boscán de Ruesta, en primer lugar, que la 

reserva no fue concebida como un monopolio estatal absoluto y excluyente del sector 
privado; y en segundo lugar, el sistema piramidal estructurado para la administración 
petrolera nacional. Véase en La actividad petrolera y la nueva ley Orgánica de Hidrocarbu-
ros, FUNEDA, Caracas, 2002, p. 149. 

20  G.O. nº 37.323 del 13 de noviembre de 2001, reformada parcialmente en 2006, Gaceta 
Oficial nº 38.493 del 4 de agosto de 2006g 

21  Véase Gastón Parra Luzardo, La Constituyente. Renacer de una esperanza ¿utopía?, Cara-
cas, 2002, pp. 159 y ss. 

22  En relación con esta norma, salvamos nuestro voto al estimar que no era conveniente 
permitir la posible venta de acciones de las empresas filiales, lo que en todo caso es 
materia de política pública, que es cambiante. Véase nuestro voto salvado en segunda 
discusión del Proyecto de Constitución en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente 
(Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo III, Caracas, 1999, pp. 292-293. El 
constituyente Parra Luzardo, sin embargo no salvó su voto en relación con esta norma, 
aún cuando señale posteriormente que “no estuvo de acuerdo con el párrafo” agrega-
do en segunda discusión respecto de la posible venta de acciones de las filiales y otras 
empresas. Véase Gastón Parra Luzardo, La Constituyente. Renacer de una esperanza ¿uto-
pía?, Caracas, 2002, pp. 167.  
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empresas y cualquier otra que se haya constituido o se constituya como consecuencia del desa-
rrollo de negocios de Petróleos de Venezuela, S.A”. 

De lo anterior resulta un absoluto contrasentido la consagración constitucional de la 
posibilidad de la desnacionalización total de la industria petrolera. En efecto, se insiste, 
conforme al artículo 303 de la Constitución, lo que resultó es que lo que debe permanecer 
como propiedad de la República son las acciones de PDVSA, es decir, del holding de la 
industria petrolera, pero no de las acciones de las empresas filiales o de otras en las que 
PDVSA tenga acciones, las cuales en realidad son las que realizan todas las actividades 
operativas en la industria. En esta forma, puede decirse que fue el propio texto constitu-
cional el que eliminó el principio de la reserva que estaba en la Ley de Nacionalización de 
1975, al permitir que las acciones de todas las empresas del Estado operadoras de la indus-
tria petrolera nacionalizada pudieran ser vendidas al sector privado. Hubiera sido preferi-
ble, sin duda, que nada se hubiera regulado sobre el tema de la propiedad de las acciones 
de PDVSA en la Constitución, a que se constitucionalizara expresamente la posibilidad de 
la venta de las acciones de las filiales de PDVSA e incluso de las empresas que se constitu-
yeron con motivo de la apertura petrolera desarrollada en los noventa mediante los Con-
venios de asociación. 

En todo caso, las antes analizadas normas constitucionales puede decirse que son las 
que constituyeron el fundamento del proceso de desnacionalización petrolera que se co-
menzó a producir en el país, al regularse ampliamente conforme al marco constitucional, 
la participación de empresas privadas en las actividades industriales y comerciales vincu-
ladas con los hidrocarburos, a través de la Ley Orgánica de Hidrocarburos (LOH)23 y de la 
Ley Orgánica de Hidrocarburos Gaseosos (LOHG)24.  

2. La reducción del ámbito de las actividades de la industria petrolera reservadas al Esta-
do  

El primer aspecto del proceso de desnacionalización de la industria derivó de la re-
ducción que se produjo respecto del ámbito de las actividades que se han reservado al 
Estado, y que ha quedado concentrada primero, a las actividades primarias; segundo, a las 
actividades realizadas en las refinerías que existían al momento de dictarse la Ley Orgáni-
ca de 2001; tercero, a las actividades de comercialización externa e interna de hidrocarbu-
ros naturales; y cuarto, a las actividades de comercialización externa e interna sobre los 
productos derivados cuya comercialización se reserve al Estado mediante Decreto que 
debe dictarse al efecto. 

                                                      
23  Gaceta Oficial nº 37.323 de 13-11-2001; reformada parcialmente en 2006, Gaceta Oficial nº 

38.493 del 4 de agosto de 2006. 
24  Gaceta Oficial nº 36.793 de 23-09-1999. El Reglamento de Ley Orgánica de Hidrocarbu-

ros Gaseosos (RLOHG) se publicó en Gaceta Oficial Extra. nº 5.471 de 05-06-2000. 
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A.  La reserva respecto de las actividades primarias y la participación del capital  
   privado en las mismas a través de empresas mixtas 

a.  El ámbito de la reserva 

Las actividades primarias en materia de hidrocarburos conforme a la definición de la 
Ley Orgánica de Hidrocarburos, comprenden “la exploración, la extracción de los hidro-
carburos en estado natural, su recolección, transporte y almacenamiento inicial, así como, 
las relativas a las obras que su manejo requiera”(Art. 9). De esta definición se destaca que 
la reserva se refiere a las mencionadas actividades relativas, exclusivamente, a los hidro-
carburos en su estado natural. En consecuencia no se refiere a hidrocarburos procesados o 
derivados.  

Además, en cuanto a las actividades reservadas (recolección, transporte y almacena-
miento) sólo se refiere a la recolección, transporte y almacenamiento inicial, es decir, el que 
se realiza primigeniamente luego de la extracción de los hidrocarburos en estado natural, 
y que se refiere por tanto a los hidrocarburos en estado natural.  

Estas actividades primarias son reservadas al Estado (Art.9 LOH), correspondiendo su 
desarrollo, sea directamente al Estado, a través del Ejecutivo Nacional, mediante empresas 
de la exclusiva propiedad del Estado (Empresas del Estado), o mediante empresas mixtas 
con capital del Estado en más del 50% del capital social (Arts. 22 y 27 al 32 LOH). Por esta 
última vía, en todo caso, se permite la participación del capital privado en las actividades 
primarias, lo que no era permitido conforme a la Ley de nacionalización de 1975. 

b. La posibilidad de participación del capital privado en las actividades prima-
rias a través de las Empresas Operadoras mixtas 

En consecuencia, la Ley Orgánica estableció que las actividades primarias también 
pueden ser desarrolladas con participación del capital privado a través de empresas mix-
tas, que son aquellas en las cuales el Estado mantiene una participación mayor del 50% de 
su capital social, y que están reguladas en los artículos 33 a 37 de la LOH. En consecuencia, 
las empresas privadas podrían participar en realización de las actividades primarias for-
mando parte -como accionistas- en una empresa mixta, aún cuando la participación accio-
naria siempre deba ser menor al 50% del capital.  

Se destaca, de esta previsión, que al establecer la Ley Orgánica un porcentaje rígido de 
participación pública accionaria en las empresas mixtas para la participación del capital 
privado en el desarrollo de las actividades primarias (mayor al 50% del capital social), con 
ello se modificó el sentido del control estatal sobre los Convenios de Asociación que regu-
laba la Ley de Nacionalización derogada, y que permitía que con un capital mayoritario 
privado, el Estado pudiera suscribir Convenios de Asociación manteniendo el control del 
mismo, como antes se ha analizado. La nueva Ley Orgánica restringió en esta forma la 
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posibilidad de participación del capital privado (no estatal) en las actividades primarias de 
hidrocarburos25.  

Ahora bien, conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica, el Ejecutivo Nacional 
puede transferir a las empresas del Estado o a las antes mencionadas empresas mixtas, que 
la Ley denomina como “Empresas Operadoras”, “el derecho al ejercicio de las actividades 
primarias”, así como “la propiedad u otros derechos sobre bienes muebles o inmuebles del 
dominio privado de la República, requeridos para el eficiente ejercicio de tales activida-
des” (Art. 24). 

c.  La aprobación parlamentaria 

A los efectos de la constitución de empresas mixtas para participar en actividades 
primarias de hidrocarburos, la Ley exige la aprobación previa de la Asamblea Nacional, a 
cuyo efecto, el Ejecutivo Nacional, por órgano del Ministerio de Energía y Minas, debe 
informarla de todas las condiciones y circunstancias pertinentes, incluidas las ventajas 
especiales previstas a favor de la República. La Asamblea Nacional puede modificar las 
condiciones propuestas o establecer las que considere convenientes (Artículo 33 LOH). 

d.  La selección de la Empresa Operadora 

Para la selección de las empresas operadoras, el organismo público competente debe 
promover la concurrencia de diversas ofertas, a cuyo efecto, el Ejecutivo Nacional por ór-
gano del Ministerio de Energía y Minas, debe crear los respectivos comités para fijar las 
condiciones necesarias y seleccionar a las empresas.  

Por otra parte, el Ministerio de Energía y Minas puede suspender el proceso de selec-
ción o declararlo desierto, sin que ello genere indemnización alguna por parte de la Repú-
blica (Art. 37 LOH).  

Sin embargo, esta obligación legal de promover la concurrencia para la selección de los 
inversionistas privados que puedan participar en las empresas mixtas, tiene una excep-
ción, por razones de interés público o por circunstancias especiales de las actividades, en 

                                                      
25  Por ello resulta incomprensible que en diciembre de 2001, después de que el Decreto-

Ley se hubiera dictado por el Presidente de la República en Consejo de Ministros y 
publicado en Gaceta Oficial el 13 de noviembre de 2001, en virtud de que se dispuso en 
su texto que la Ley entraba en vigencia el día 1º de enero de 2002; en ese lapso el Ejecu-
tivo Nacional se hubiera apresurado a someter a la Asamblea Nacional la solicitud de 
autorización para la celebración de de una Asociación conforme a los términos de la 
Ley de Nacionalización de 1975 que se estaba derogando por el mismo Decreto Ley ya 
publicado pero aún no vigente, y que la nueva Ley prohibía. De ello resultó el Conve-
nio de Asociación Estratégica con la empresa estatal china, China Nacional Oil and Gas 
Exploration and Development Corporation como empresa filial de la empresa China Na-
cional Petroleum Corporation y la empresa Bitúmenes Orinoco (BITOR) filial de Petró-
leos de Venezuela SA PDVSA, para la producción de Bitúmen, diseño, construcción y 
operación de un módulo de producción y emulsificación de bitúmen natural para la 
elaboración de Orimulsión; en el cual la empresa BITOR sólo tenía el 30 % de partici-
pación en el capital social. Véase el Acuerdo autorizatorio de la Asamblea Nacional en 
Gaceta Oficial nº 37.347 del 17 de diciembre de 2001. 
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cuyo caso, el Ejecutivo nacional puede hacer una escogencia directa de las operadoras, 
previa aprobación del Consejo de Ministros. 

e.  Las condiciones mínimas  

Entre las condiciones mínimas que deben cumplir las empresas mixtas a ser constitui-
das, se destaca el hecho de que la duración máxima para la realización de la actividad eco-
nómica concreta debe ser de 25 años, prorrogable por un lapso a ser acordado por las partes, 
no mayor de 15 años. Esta prórroga debe ser solicitada después de cumplirse la mitad del 
período para el cual fue otorgado el derecho a realizar las actividades y antes de los 5 años 
de su vencimiento (Art. 34 LOH). 

Otra condición es la necesaria indicación de la ubicación, orientación, extensión y for-
ma del área donde haya de realizarse las actividades y las demás especificaciones que es-
tablezca el Reglamento. 

Además, conforme a la Ley exige se deben incluir dentro de las condiciones o, en su 
defecto, se tendrán como incorporadas en las mismas, las cláusulas siguientes (Artículo 34 
LOH): 

En primer lugar, que las tierras y obras permanentes, incluyendo las instalaciones, acce-
sorios y equipos que formen parte integrante de ellas, así como cualesquiera otros bienes 
adquiridos con destino a la realización de dichas actividades, sea cual fuere su naturaleza 
o título de adquisición, deben ser conservados en buen estado para ser entregados en pro-
piedad a la República, libre de gravámenes y sin indemnización alguna, al extinguirse por 
cualquier causa los derechos otorgados, de manera que se garantice la posibilidad de con-
tinuar las actividades, si fuere el caso, o su cesación con el menor daño económico y am-
biental. 

En segundo lugar, y conforme a lo que dispone el artículo 151 de la Constitución, las 
dudas y controversias de cualquier naturaleza que puedan suscitarse con motivo de la 
realización de actividades y que no puedan ser resueltas amigablemente por las partes, 
incluido el arbitraje en los casos permitidos por la ley que rige la materia, serán decididas 
por los Tribunales competentes de la República, de conformidad con sus leyes, sin que por 
ningún motivo ni causa puedan dar origen a reclamaciones extranjeras. 

f.  La situación de la participación del capital privado en la realización de ac-
tividades primarias mediante Convenios de asociación suscritos antes de 
la Ley Orgánica de 2001 

La Ley Orgánica de Hidrocarburos de 2001, como se ha dicho, declaró la reserva al Es-
tado de las actividades primarias en materia de hidrocarburos, disponiendo, sin embargo, 
la posibilidad de participación del capital privado en las mismas mediante la constitución 
de empresas mixtas con un capital en el cual la empresa petrolera estatal tuviese más del 
50% del capital social. La Ley Orgánica, además, derogó el régimen legal que permitía los 
convenios de asociación que regulaba el artículo 5 de la Ley de Nacionalización. 

La consecuencia de lo anterior fue que a partir del 1 de enero de 2002, no se pudieron 
suscribir nuevos convenios de asociación, lo que quizás explica el apresuramiento que 
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tuvo el Ejecutivo Nacional de someter a la Asamblea Nacional, incluso luego de publicada 
la nueva Ley Orgánica en Gaceta Oficial el 13 de noviembre de 2001, pero antes de que en-
trara en vigencia el día 1º de enero de 2002, una solicitud de autorización para la celebra-
ción de un Convenio de Asociación conforme a los términos de la derogada Ley de Nacio-
nalización de 1975, pero que la nueva Ley prohibía, con una empresa filial de la empresa 
estatal china, China Nacional Petroleum Corporation para la producción de bitúmen, y pro-
ducción de Orimulsión, en la cual la Filial de PDVSA tenía el 30 % de participación en el 
capital social26.  

En todo caso, el cambio de régimen de participación del capital privado en la nueva 
Ley Orgánica de Hidrocarburos de 2001, no podía tener efectos retroactivos, por lo que los 
Convenios de Asociación que se habían suscrito con anterioridad a su entrada en vigencia, 
no sólo los resultantes de las rondas de negociaciones de 1993 y 1997, sino el autorizado a 
última hora en diciembre de 2001, continuaron vigentes en los términos contractuales con-
forme a los cuales habían sido suscritos, de acuerdo con el Marco autorizado por las Cá-
maras Legislativas. 

B.  La reserva al Estado de las instalaciones de las refinerías existentes de propiedad 
   pública 

En relación con las instalaciones destinadas a la actividad de refinación, la Ley Orgá-
nica distinguió entre instalaciones existentes al momento de publicarse la Ley, y las nuevas 
refinerías. (Arts. 10 y 11 LOH). Sobre las primeras, es decir, sobre “las instalaciones y obras 
existentes, sus ampliaciones y modificaciones, propiedad del Estado o de las empresas de 
su exclusiva propiedad, dedicadas a las actividades de refinación de hidrocarburos natura-
les en el país y al transporte principal de productos y gas”, dispuso el artículo 10 de la Ley 
Orgánica que “quedan reservadas al Estado en los términos establecidos en este Decreto 
Ley” (Art. 10). 

La Ley Orgánica, sin embargo, nada más agrega sobre esta “reserva de instalaciones 
existentes” dedicadas a la refinación de hidrocarburos naturales en el país (se excluyen las 
que siendo propiedad de PDVSA estaban ubicadas en el exterior) o al “transporte princi-
pal de productos y gas”. Por ello, en cuanto a las instalaciones de refinación existentes, la 
disposición de la Ley podría dar origen a dos interpretaciones: en primer lugar, que las 
refinerías existentes de propiedad pública, como bienes del Estado, deben permanecer 
siendo de propiedad del Estado, la que estimamos es la interpretación adecuada; o que las 
actividades de refinación que se realicen en dichas instalaciones existentes de propiedad 
pública, además, sólo podrían realizar por el Estado, lo que no estaría acorde con el senti-
do general de las nuevas regulaciones de la Ley. 

En el segundo de los dos sentidos posibles de la norma, en efecto, el resultado sería 
contradictorio con el postulado general de que las actividades de refinación se pueden 

                                                      
26  Véase el Acuerdo autorizatorio de la Asamblea Nacional en Gaceta Oficial nº 37.347 del 

17 de diciembre de 2001. 
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realizar tanto por el Estado como por los particulares conjunta y separadamente como lo 
establece el mismo artículo 10 de la Ley. En consecuencia, la duda interpretativa que pue-
de decirse que existe en relación a si en estas refinerías de propiedad pública que existían 
en el territorio nacional al momento de sancionarse la Ley, el Estado podría asociarse con 
particulares mediante empresas mixtas para realizar la actividad de refinación o podría 
otorgar licencias a los particulares para la realización con ellas de actividades de refina-
ción, estimamos que debería resolverse afirmativamente de acuerdo al sentido general que 
tiene la Ley a favor de la desnacionalización de la industria petrolera.  

C.  La reserva de las actividades de comercialización de hidrocarburos naturales, y 
   de comercialización de productos derivados que hayan sido reservadas mediante 
   Decreto 

De acuerdo con la LOH también se reservan al Estado las siguientes actividades de 
comercio interno y externo de hidrocarburos: 

En primer lugar, las actividades realizadas con hidrocarburos naturales, las cuales sólo 
pueden ser ejercidas por las empresas del Estado. (Artículos 27 y 57); y 

En segundo lugar, las actividades realizadas respecto de los productos derivados de 
hidrocarburos cuya comercialización el Estado se reserve expresamente mediante Decreto, 
en cuyo caso también sólo podrán ser ejercidas exclusivamente por las empresas del Esta-
do (Arts. 27 y 57 LOH). El ámbito de estas actividades reservadas, por tanto, es variable, 
según el decreto que dicte el Ejecutivo Nacional, en el cual se pueden aumentar o dismi-
nuir las actividades sobre productos derivados de hidrocarburos que se reservan. 

En relación con esta reserva, además, debe indicarse que la misma se concibió en for-
ma absoluta, de manera que el capital privado no puede participar en el desarrollo de las 
mismas por ejemplo, mediante empresas mixtas, como en cambio si puede suceder en re-
lación con las actividades primarias. 

3.  La posibilidad de participación del capital privado en las actividades de la industria pe-
trolera de carácter concurrente (que no están reservadas) y sus modalidades (licencias y 
permisos)  

A. La participación del capital privado en las actividades de refinación de   
   hidrocarburos naturales mediante licencia  

Las actividades de refinación comprenden la destilación, purificación y transforma-
ción de los hidrocarburos naturales objeto de la Ley Orgánica, realizadas con el propósito de 
añadir valor a dichas sustancias (Art. 10 LOH). Estas actividades pueden ser desarrolladas 
“por el Estado y los particulares, conjunta o separadamente” (Artículo 10 LOH), mediante 
la obtención de una licencia. Sin embargo, como se dijo, en cuanto a la refinación en las 
instalaciones existentes al momento de publicarse la Ley y que eran propiedad del Estado, 
las mismas quedan reservadas al Estado, disposición que podría interpretarse en el sentido 
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de que no se permite la participación de los particulares en las actividades desarrolladas 
en las mismas.  

Con esta salvedad, en los otros supuestos, la refinación de hidrocarburos naturales es 
una actividad que se puede realizar por los privados mediante licencia del Estado. 

a. La licencia del Ministerio de Energía y Minas 

Para el ejercicio de actividades de refinación de hidrocarburos naturales, se debe obte-
ner licencia del Ministerio de Energía y Minas (Art. 12 LOH), para lo cual se debe cumplir 
con los siguientes requisitos (Artículo 13 LOH): 

“-Identificación de las empresas y sus representantes. 

-Descripción del proyecto, con indicación de la tecnología aplicable y del des-
tino de los productos, así como de los recursos económicos aplicables al pro-
yecto. 

-Duración de la empresa o del proyecto, la cual no será superior a veinticinco 
(25) años, prorrogables por un lapso a ser acordado no mayor de quince (15) 
años, si se han cumplido los requisitos del proyecto. 

-Indicación de las ventajas especiales que se ofrezcan a favor de la Repúbli-
ca”. 

En las licencias que se otorguen se debe incluir las siguientes disposiciones, o en su de-
fecto, se tendrán como insertas, en el texto de la licencia (Artículo 15 LOH). 

“-Las tierras y obras permanentes, incluyendo las instalaciones, accesorios y 
equipos que formen parte integrante de ellas, cualesquiera otros bienes ad-
quiridos con destino a la realización de dichas actividades, sea cual fuere su 
naturaleza o título de adquisición, deberán ser conservados en buen estado 
para ser entregados en propiedad a la República, libre de gravámenes y sin 
indemnización alguna, al extinguirse por cualquier causa los derechos otor-
gados, de manera que se garantice la posibilidad de continuar las actividades, 
si fuere el caso, o su cesación con el menor daño económico y ambiental. 

-Las dudas y controversias de cualquier naturaleza que puedan suscitarse con 
motivo de la realización de actividades y que no puedan ser resueltas amiga-
blemente por las partes, incluido el arbitraje en los casos permitidos por la ley 
que rige la materia, serán decididas por los Tribunales competentes de la Re-
pública, de conformidad con sus leyes, sin que por ningún motivo ni causa 
puedan dar origen a reclamaciones extranjeras”. 
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b.  El registro en el Ministerio de Energía y Minas 

Las personas que se dediquen a las actividades de refinación de hidrocarburos natura-
les, además, deben inscribir la licencia en el registro que para tal efecto lleve el MEM (art. 
14 LOH). 

Cualquier cesión o traspaso o gravamen de la licencia debe contar con la aprobación 
previa del MEM y debe asentarse en el registro que lleva dicho organismo (art. 16 LOH). 

Las licencias podrán ser revocadas por el MEM, en los casos previstos en la ley, con-
cretamente, por la ocurrencia de causas de revocatoria establecidas en la propia licencia o 
por realizarse cesión, gravamen o ejecución sin la autorización de dicho Ministerio (Art. 17 
LOH). 

c. Las instalaciones para la refinación 

Como se dijo, en relación con las instalaciones destinadas para la actividad de refina-
ción, la Ley distingue entre instalaciones existentes y las nuevas refinerías. (Arts. 10 y 11 
LOH) Sobre este particular, como se ha dicho, pauta que las instalaciones y obras existen-
tes, sus ampliaciones y modificaciones, propiedad del Estado o de las empresas de su ex-
clusiva propiedad, dedicadas a las actividades de refinación de hidrocarburos naturales en 
el país y al transporte principal de productos y gas, quedan reservadas al Estado en los 
términos establecidos en el Decreto Ley. 

Por lo que respecta a las instalaciones nuevas, el artículo 11 de la ley prevé que éstas 
deben responder a un plan nacional para su instalación y operación y deben estar vincula-
das a proyectos determinados aprobados por el Ejecutivo Nacional por órgano del Minis-
terio de Energía y Minas. Estas refinerías deben estar dirigidas principalmente, a la mo-
dernización de los procesos a ser utilizados y a la obtención de combustibles limpios.  

B. Las actividades de industrialización de hidrocarburos refinados mediante 
   permisos 

a.  El régimen general 

Las actividades de industrialización de hidrocarburos refinados comprende las de sepa-
ración, destilación, purificación; conversión, mezcla y transformación de los mismos, reali-
zadas con el propósito de añadir valor a dichas sustancias mediante la obtención de espe-
cialidades de petróleo u otros derivados de hidrocarburos. (Art. 49 LOH) 

Estas actividades de industrialización pueden ser realizadas por el Estado, directa-
mente, a través del Ejecutivo Nacional; por empresas de su exclusiva propiedad; por em-
presas mixtas, con participación de capital estatal y privado, en cualquier proporción; y 
por empresas privadas, sea de capital nacional o extranjero (Art. 50 LOH), mediante la 
obtención de permisos. 
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El Ejecutivo Nacional debe adoptar las medidas necesarias para la industrialización en 
el país de los hidrocarburos refinados, para lo cual deberá cumplir con las siguientes 
orientaciones (Art. 51 LOH): 

“1.  Estimular la mayor y más profunda transformación de los hidrocarburos 
refinados. 

2.  Fomentar las inversiones en proyectos generadores de sustancias que apo-
yen el desarrollo del sector industrial nacional. 

3.  Asegurar que las refinerías y plantas procesadoras de hidrocarburos bajo el 
control del Estado garanticen con carácter prioritario, respecto a la alterna-
tiva de exportación, el suministro oportuno para su posterior procesamien-
to de las sustancias básicas en cantidad y calidad y con esquemas de pre-
cios y condiciones comerciales que permitan el desarrollo de empresas 
competitivas en los mercados internacionales. 

4.  Desarrollar parques industriales alrededor de las refinerías y en zonas donde 
se facilite el suministro de hidrocarburos o sus derivados. 

5.  Que se estimule la creación y participación de entes financieros en la indus-
trialización de los hidrocarburos en el país. 

6.  Que las empresas que realicen actividades de industrialización de hidro-
carburos en el país fomenten a su vez la industrialización, aguas abajo, de 
los insumos que producen. 

7.  Cualesquiera otras que señalen los Reglamentos”. 

Por otra parte, debe señalarse que conforme al artículo 52 LOH, el Ejecutivo Nacional 
debe dar prioridad a los proyectos de industrialización de hidrocarburos refinados que 
estimulen la formación de capital nacional y vinculen éste a una “mayor agregación de 
valor a los insumos procesados y cuyos productos sean competitivos en el mercado exte-
rior”. 

b.  Los permisos 

Las empresas privadas que pretendan desarrollar actividades de industrialización de 
hidrocarburos refinados, deben obtener un permiso que debe ser otorgado por el Ministe-
rio de Energía y Minas, previo el cumplimiento de los siguientes requisitos (Art. 53): 

“-Identificación de las empresas y sus representantes. 

-Indicación de la fuente de suministro de la materia prima. 

-Definición del proyecto con señalamiento del destino de los productos”. 
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c.  El registro en el MEM 

 Quienes se dediquen en el país a las actividades de industrialización de los hidrocar-
buros refinados, deben inscribir el permiso en el registro que al efecto debe llevar el Minis-
terio de Energía y Minas. (Artículo 54 LOH). 

C. Las actividades de comercialización de productos derivados de los   
   hidrocarburos mediante permisos 

a. Régimen general 

Las actividades de comercialización comprenden el comercio interior y el comercio ex-
terior, tanto de los hidrocarburos naturales, como de sus productos derivados (Artículo 56 
LOH). Como se ha señalado, la Ley Orgánica reserva al Estado las siguientes actividades 
de comercio interno y externo de hidrocarburos: aquellas realizadas con hidrocarburos 
naturales, las cuales sólo pueden ser ejercidas por las empresas del Estado (Artículo 57); y 
aquellas realizadas sobre los productos derivados cuya comercialización se reserve al Es-
tado mediante Decreto, en el cual el Ejecutivo Nacional debe identificar el producto expre-
samente, y las cuales sólo pueden ser ejercidas en exclusividad por las empresas del Esta-
do (Art.57 LOH), no permitiéndose la participación del capital privado en el desarrollo de 
las mismas.  

Ahora bien, en cuanto a las otras actividades de comercio interno y externo de produc-
tos derivados no reservados o no excluidos por el Ejecutivo Nacional, las mismas pueden 
ser realizadas por el Estado, directamente, a través del Ejecutivo Nacional; por empresas 
de la exclusiva propiedad del Estado (Empresas del Estado); por empresas mixtas, con 
participación de capital estatal y privado, en cualquier proporción; y por empresas priva-
das (Art. 58 LOH) mediante la obtención de permisos. 

b.  Las actividades de servicios públicos en relación con los productos deriva-
dos y su prestación por los particulares 

Dentro de las actividades relativas al comercio interior de productos derivados de 
hidrocarburos, el artículo 60 de la Ley declara que “constituyen un servicio público las 
actividades de suministro, almacenamiento, transporte, distribución y expendio de los 
productos derivados de los hidrocarburos, señalados por el Ejecutivo Nacional (conforme 
al artículo 59), destinados al consumo colectivo interno”.  

La consecuencia de la calificación de estas actividades como servicio público es que los 
precios de dichos productos deben ser fijados por el Ejecutivo Nacional, por órgano del 
Ministerio de Energía y Minas. Dichos precios pueden fijarse mediante bandas o cualquier 
otro sistema que resulte adecuado, a los fines previstos en el Decreto Ley, tomando en 
cuenta las inversiones y la rentabilidad de las mismas. 
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Además, el Ministerio debe adoptar medidas para garantizar el suministro, la eficien-
cia del servicio y evitar su interrupción. 

c. Los permisos para realizar la actividad 

Conforme al artículo 61 de la ley, las personas naturales o jurídicas que deseen ejercer 
las actividades de suministro, almacenamiento, transporte, distribución y expendio de los 
productos derivados de hidrocarburos, deben obtener previamente permiso del Ministerio 
de Energía y Minas. Los permisos están sujetos a las normas establecidas en la Ley Orgá-
nica, su Reglamento y las Resoluciones respectivas; y su cesión o traspaso requiere la auto-
rización previa del Ministerio de Energía y Minas (Artículo 61 LOH). 

La Ley Orgánica permite que las personas naturales o jurídicas que ejerzan las activi-
dades antes señaladas, puedan realizar más de una actividad, siempre que exista la sepa-
ración jurídica y contable entre ellas (Artículo 61 LOH) 

Por lo que respecta a la transmisión de derechos sobre expendios de combustibles, el 
artículo 65 de la Ley reconoce expresamente que se deberá pagar el valor del fondo de co-
mercio perteneciente a quien esté ejerciendo la actividad. 

d. Las autorizaciones para la construcción, modificación o destrucción de 
obras: 

El artículo 62 de la Ley Orgánica dispone que la construcción, modificación, amplia-
ción, destrucción o desmantelamiento de establecimientos, instalaciones o equipos, desti-
nados al comercio interior de los productos derivados de hidrocarburos, deben ser pre-
viamente autorizados por el Ministerio de Energía y Minas. 

e.  La revocatoria del permiso 

Por otra parte, el Ministerio de Energía y Minas puede revocar los permisos, cuando el 
incumplimiento de las disposiciones establecidas en la Ley, su Reglamento o en Resolu-
ciones, comprometan la eficiencia o continuidad del servicio o pongan en peligro la segu-
ridad de personas y bienes. (Artículo 63 LOH) 

D.  Las actividades de exploración y explotación de hidrocarburos gaseosos  
   no asociados mediante licencia 

a.  Régimen general relativo a los hidrocarburos no gaseosos 

La Ley Orgánica de Hidrocarburos Gaseosos (LOHG) regula todas las actividades vin-
culadas con los hidrocarburos gaseosos, tanto aquellos asociados con el petróleo u otros 
fósiles, como aquellos no asociados. 

En dicha Ley se establece que tanto el Estado, directamente o mediante entes de su 
propiedad, como las personas privadas nacionales o extranjeras, con o sin la participación 
del Estado y mediante permisos o licencias, pueden realizar actividades de exploración en 
el territorio nacional, bajo el lecho del mar territorial, de la zona marítima contigua y en la 
plataforma continental, en busca de yacimientos de hidrocarburos gaseosos no asociados y 
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la explotación de tales yacimientos; así como la recolección, almacenamiento y utilización 
tanto del gas natural no asociado proveniente de dicha explotación, como del gas que se 
produce asociado con el petróleo u otros fósiles; el procesamiento, industrialización, trans-
porte, distribución, comercio interior y exterior de dichos gases (arts. 1 y 2). 

El artículo 22 de la Ley repite el mismo principio general en cuanto a las actividades 
referentes a la exploración y explotación de hidrocarburos gaseosos no asociados, así como 
las de procesamiento, almacenamiento, transporte, distribución, industrialización, comer-
cialización y exportación, indicando que pueden ser realizadas directamente por el Estado 
o por entes de su propiedad, o por personas privadas nacionales o extranjeras, con o sin la 
participación del Estado. La norma agrega que las actividades a ser realizadas por perso-
nas privadas nacionales o extranjeras, con o sin la participación del Estado, requerirán 
licencia o permiso, según el caso, y deberán estar vinculadas con proyectos o destinos de-
terminados, dirigidos al desarrollo nacional, conforme al artículo 3º de la Ley.  

Dependiendo de la actividad, las personas privadas nacionales o extranjeras, con o sin 
la participación del Estado, requerirán licencia o permiso, según el caso, y deberán estar 
vinculadas con proyectos o destinos determinados, dirigidos al desarrollo nacional. (Art. 
22 LOHG). 

b.  La licencia para la realización de actividades de exploración y explotación de 
hidrocarburos gaseosos no asociados: 

Las personas privadas nacionales o extranjeras, con o sin la participación del Estado, 
que deseen realizar actividades de exploración y explotación de hidrocarburos gaseosos 
no asociados, deben obtener la licencia correspondiente del Ministerio de Energía y Minas 
(MEM) (Art. 24 LOHG). 

Las licencias deben ser otorgadas previo proceso licitatorio que debe efectuar el MEM. 
Sin embargo, el Ejecutivo Nacional, por órgano del MEM y previa autorización del Consejo 
de Ministros, puede otorgar directamente licencias, por razones de interés público o por 
circunstancias particulares de las actividades, siempre y cuando se cumplan las condiciones 
que impone la Ley (Art. 21 del Reglamento). 

La licencia otorga a su titular, el derecho exclusivo para realizar las actividades de ex-
ploración y explotación en un área geográfica determinada (Art. 20 Reglamento). Estos 
derechos no son gravables ni ejecutables, pero pueden ser cedidos previa autorización del 
Ministerio de Energía y Minas (Art. 25, Ley).  

c.  Los requisitos para la obtención de las licencias 

Para el otorgamiento de las licencias, se deben cumplir las siguientes condiciones (Ar-
tículo 24 LOHG): 

“-Descripción del proyecto, con indicación del destino de dichos hidrocarbu-
ros, conforme al artículo 3º de la Ley. (Dicho artículo señala que las activida-
des deben estar dirigidas al desarrollo nacional) 
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-Duración máxima de treinta y cinco (35) años, prorrogable por un lapso a ser 
acordado entre las partes, no mayor de treinta (30) años. Esta prórroga deberá 
ser solicitada después de cumplirse la mitad del período para el cual se otor-
gó la licencia y antes de los cinco (5) años de su vencimiento. 
-Plazo máximo de cinco (5) años para la realización de la exploración y cum-
plimiento de los programas respectivos, incluido dentro del plazo inicial in-
dicado en el numeral anterior, con sujeción a las demás condiciones que indi-
que el Reglamento. 
-Indicación de la extensión, forma, ubicación y delimitación técnica del área 
objeto de la licencia y cualquier otro requisito, que para la mejor determina-
ción de dicha área, señale el Reglamento. 
-Indicación de las contraprestaciones especiales que se estipulen a favor de la 
República”. 

En las licencias, aunque no aparezcan expresamente, se tendrán como insertas las 
cláusulas siguientes: 

En primer lugar, que las tierras y obras permanentes, incluyendo las instalaciones, acce-
sorios y equipos que formen parte integral de ellas y cualesquiera otros bienes adquiridos 
con destino al objeto de la licencia, sea cual fuere su naturaleza o título de adquisición, 
deberán ser conservadas en buen estado para ser entregados en propiedad a la República, 
libre de gravámenes y sin indemnización alguna, al extinguirse por cualquier causa las 
respectivas licencias, de manera que se garantice la continuidad de las actividades si fuere 
el caso o su cesación con el menor daño económico y ambiental. 

En segundo lugar, que las dudas y controversias de cualquier naturaleza que puedan 
suscitarse con motivo de la licencia y que no puedan ser resueltas amigablemente por las 
partes, incluido el arbitraje, serán decididas por los Tribunales competentes de la Repúbli-
ca, de conformidad con sus leyes, sin que por ningún motivo ni causa puedan dar origen a 
reclamaciones extranjeras. 

d.  La revocación de la licencia 

Las licencias otorgadas son revocables por el Ministerio de Energía y Minas, por las 
causales siguientes (Artículo 25 LOHG): 

“-Por incumplimiento de lo previsto en los programas de exploración; 
-Por incumplimiento de las condiciones establecidas en el numeral 3 del artí-
culo 24 de la Ley, concretamente, lo relativo al plazo máximo de cinco (5) 
años para la realización de la exploración y cumplimiento de los programas 
respectivos. (Ver literal b, A del punto 5, supra) y por el incumplimiento de 
las contraprestaciones que se hayan estipulado a favor de al República; 
-Por cederla sin la autorización requerida; 
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-Por la ocurrencia de las causas de revocatoria establecidas en la propia licen-
cia y en particular las que estuvieren referidas a las condiciones de explota-
ción y a la ejecución del proyecto; y, 
-Por la revocatoria prevista en el artículo 21 de la Ley, que se refiere a la posi-
bilidad de revocar las licencias de explotación, para salvaguardar los intereses 
de la República, para el caso de que un yacimiento se encuentre en zonas li-
mítrofes”.  

E.  Las actividades relativas a hidrocarburos gaseosos distintas a la exploración y
   explotación, mediante permisos  

a.  Las diversas actividades relativas a hidrocarburos gaseosos producidos por 
otros  

La Ley regula “las actividades distintas a las de exploración y explotación” disponien-
do en su artículo 27 que quienes deseen realizar actividades relacionadas con hidrocarbu-
ros gaseosos, asociados o no asociados, producidos por otras personas, deberán obtener el 
permiso correspondiente del Ministerio de Energía y Minas, previa definición del proyecto 
o destino determinado de dichos hidrocarburos, conforme al artículo 3º de la Ley. Estas 
actividades las regula el Reglamento indicando separadamente las relativas al transporte 
de gas, la distribución de gas, el procesamiento de los líquidos gas natural (LGN) y la co-
mercialización del gas licuado del petróleo (GLP). 

Según el referido Reglamento, el transporte comprende el diseño, construcción, opera-
ción, mantenimiento y administración de los sistemas de transporte, desde los puntos de 
entrega de los productores o de otros transportistas, hasta los puntos de recepción de los 
distribuidores, otros transportistas o consumidores mayores. También comprende la ges-
tión comercial para optimizar la capacidad y el uso de los sistemas de transporte. (Artículo 
51 del Reglamento) 

La distribución comprende el diseño, la construcción, la operación el mantenimiento y 
la administración de los sistemas de distribución, desde los puntos de entrega de los pro-
ductores o transportistas, hasta los puntos de recepción de los consumidores. Igualmente 
comprende la gestión comercial para optimizar la capacidad y el uso de los sistemas de 
distribución. (Artículo 52 del Reglamento). 

El procesamiento del gas natural abarca los procesos de separación, extracción, frac-
cionamiento, almacenamiento y comercialización de los líquidos del gas natural y otras 
sustancias asociadas al gas natural. (Artículo 75 del Reglamento) 

Por último, la comercialización del gas licuado del petróleo se refiere al transporte, 
almacenamiento y distribución del GLP, así como las actividades de intermediación. (Artí-
culo 78 del Reglamento) 
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b.  Las actividades consideradas como servicio público 

El artículo 5 de la Ley Orgánica dispone que las actividades relacionadas directa o in-
directamente con el transporte y distribución de gases de hidrocarburos destinados al con-
sumo colectivo, constituyen un servicio público. En consecuencia, el artículo 8 de la Ley 
dispone que los almacenadores, los transportistas y los distribuidores de hidrocarburos 
gaseosos a los cuales se refiere la Ley, tienen la obligación de prestar el servicio en forma 
continua y de conformidad con las normas legales, reglamentarias y técnicas de eficiencia; 
calidad y seguridad. 

Tratándose de servicios públicos, el artículo 12 de la Ley autoriza al Ministerio de 
Energía y Minas para determinar los precios de los hidrocarburos gaseosos desde los cen-
tros de producción y procesamiento, atendiendo principios de equidad. Además, los Mi-
nisterios de Energía y Minas y de la Producción y el Comercio, conjuntamente, deben fijar 
las tarifas que se aplicarán a los consumidores finales y a los servicios que se presten de 
conformidad con la Ley. 

c.  Las actividades de industrialización  

En cuanto a las actividades de industrialización de los hidrocarburos gaseosos, con-
forme al artículo 30 de la Ley, también pueden ser realizadas directamente por el Estado, 
por entes de su propiedad; o por personas privadas nacionales o extranjeras, con o sin la 
participación del Estado, mediante la obtención de permisos. 

A tal efecto, como lo indica el artículo 31 de la Ley, el Ejecutivo Nacional debe dictar la 
reglamentación necesaria para la industrialización de los hidrocarburos gaseosos en el 
país, la cual debe contener, entre otras disposiciones, medidas a fin de: 

“1.  Que se desarrollen parques industriales en zonas donde se facilite el sumi-
nistro de dichos hidrocarburos; 

2.  Que las refinerías y plantas procesadoras de hidrocarburos gaseosos garan-
ticen el suministro de las materias primas disponibles; 

3.  Que los precios y condiciones de suministro de las materias primas permi-
tan la formación de empresas eficientes y competitivas; 

4.  Que se estimule la creación y participación de entes financieros en la indus-
trialización de hidrocarburos gaseosos en el país; y, 

5.  Que las empresas que realicen actividades de industrialización de hidro-
carburos gaseosos en el país, fomenten a su vez la industrialización, aguas 
abajo, de los insumos que producen”. 

En todo caso, el Ejecutivo Nacional debe dar prioridad a los proyectos de industriali-
zación de los hidrocarburos gaseosos que propendan a la formación de capital nacional, a 
una mayor agregación de valor a los insumos procesados y cuyos productos sean competi-
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tivos en el mercado exterior (Art. 32). Los proyectos referentes a la industrialización de los 
hidrocarburos gaseosos, además, deben inscribirse en el Registro que a tal efecto lleve el 
Ministerio de Energía y Minas (Art. 33). 

d.  Los permisos 

Quienes deseen realizar actividades relacionadas con hidrocarburos gaseosos, asocia-
dos o no asociados, producidos por otras personas, deben obtener el permiso correspon-
diente del Ministerio de Energía y Minas, previa definición del proyecto o destino deter-
minado de dichos hidrocarburos (Art. 27 de la Ley).  

Conforme con el texto del artículo 27, a los permisos se les aplicarán los requisitos y 
condiciones ya indicados para las licencias de exploración y explotación, salvo en lo que se 
refiere al plazo máximo de cinco (5) años para la realización de la actividad, y el relativo a 
la indicación de la extensión, ubicación y delimitación técnica del área objeto de la licencia 
y cualquier otro requisito, que señale el Reglamento.  

Por lo que respecta a los permisos para actividades relacionadas con el procesamiento 
de industrialización de los hidrocarburos gaseosos así como a las actividades relacionadas 
con la comercialización de los gases licuados del petróleo, sin embargo, los siguientes re-
quisitos previstos para las licencia no se les aplican: el término de duración de 35 años; y la 
cláusula de reversión.  

Por lo que respecta a los permisos para el transporte y distribución de gas, el Regla-
mento pauta que se debe cumplir con lo siguiente (Art. 63): 

“-Solicitud al MEM con la documentación que permita identificar al interesa-
do, determinar su capacidad técnica para la operación y su capacidad comer-
cial, administrativa y financiera; 
-Definición y descripción del proyecto 
-Propuestas de participación nacional según lo pautado en el Reglamento”. 

En lo atinente a los requisitos para el procesamiento de gas natural y la comercializa-
ción del GLP, el reglamento se limita a exigir el permiso previo, sin otras especificaciones. 

e.  La revocación del permiso 

Conforme al artículo 28 de la Ley, los permisos pueden ser revocados por el Ministerio 
de Energía y Minas en caso de que se realizare su cesión o traspaso sin la autorización re-
querida para ello, o cuando se demuestre el incumplimiento del programa de ejecución del 
proyecto. Igualmente, cuando se incurra en cualquiera otra causal establecida en el propio 
permiso o en el Reglamento de la Ley. 

4.  La rechazada propuesta de re-nacionalización de la industria petrolera con la fallida re-
forma constitucional de 2007  
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Como hemos dicho, conforme al artículo 302 de la Constitución, si bien la reserva 
de la industria petrolera efectuada mediante la Ley Orgánica de 1975, adquirió 
rango constitucional, ello se sujetó a lo que estableciera la ley orgánica respectiva, 
la cual podría ser modificada, como en efecto ocurrió en con la Ley Orgánica de 
Hidrocarburos de 2000. La reserva que se estableció en 1999, por tanto, no fue ni 
rígida ni absoluta, sino flexible, conforme se estableciera en la ley orgánica respec-
tiva. 

Con la reforma constitucional que la Asamblea Nacional sancionó el 2 de no-
viembre de 2007 y que sin embargo, fue rechazada por el voto popular expresado 
en el referendo del 2 de diciembre de 2007, se buscaba cambiar radicalmente la 
concepción de la regulación antes indicada, mediante el establecimiento de la re-
serva al Estado, en la propia Constitución, “por razones de soberanía, desarrollo e 
interés nacional, [de] las actividades de exploración y explotación de los hidrocar-
buros líquidos, sólidos y gaseosos, así como su recolección, transporte y almacenamien-
to iniciales y las obras que estas actividades requieran.” En la norma se buscaba 
agregar que “el Estado promoverá la manufactura nacional procesando las corres-
pondientes materias primas, asimilando, creando e innovando tecnologías naciona-
les, especialmente en lo que se refiere a la Faja Petrolífera del Orinoco, los cinturones 
gasíferos tierra adentro y mar afuera y los corredores petroquímicos, con el fin de 
desarrollar las fuerzas productivas, impulsar el crecimiento económico y lograr la 
justicia social”. Además, se indicaba en la norma propuesta que “el Estado median-
te ley orgánica podrá reservarse cualquier otra actividad relacionada con los hidrocar-
buros”. 

Se buscaba agregar en el artículo, además, la previsión de que las actividades 
reservadas se debían ejercer “por el Ejecutivo Nacional directamente, o por medio 
de entes o empresas de su exclusiva propiedad, o por medio de empresas mixtas en las 
cuales tenga el control y la mayoría accionaria”, con lo cual se buscaba constitucio-
nalizar el régimen de las empresas mixtas de hidrocarburos, indicándose que “la 
adecuación al nuevo ordenamiento de los negocios existentes en materia de hidro-
carburos gaseosos se hará mediante ley”.  

Por otra parte, en la rechazada reforma respecto del artículo 113, se previó 
también, que el Estado podía reservarse directamente o mediante empresas de su 
propiedad, la explotación o ejecución de la explotación de recursos naturales o de 
cualquier otro bien del dominio de la Nación, considerados de carácter estratégico 
por la Constitución o la ley, así como de la prestación de servicios públicos vitales, 
considerados como tales por la Constitución o la ley. 

En relación con todas las actividades reservadas, también se proponía reformar 
radicalmente el artículo 303 de la Constitución, estableciéndose una prohibición 
absoluta de privatizar ninguna actividad reservada al Estado, buscándose eliminar 
así la absurda posibilidad que había dejado abierta la Constitución de 1999 para 
que las acciones de la empresas filiales de Petróleos de Venezuela S.A., de las aso-
ciaciones estratégicas y de las demás empresas constituidas como consecuencia del 
desarrollo de los negocios de Petróleos de Venezuela S.A., pudieran ser enajena-
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das. En la rechazada reforma se proponía establecer, en cambio, que ”por razones 
de soberanía económica, desarrollo e interés nacional, Petróleos de Venezuela S.A. 
y los entes o empresas de propiedad exclusiva del Estado que desarrollen en el te-
rritorio nacional actividades reservadas, no podrán ser privatizados total ni par-
cialmente”. Se buscaba agregar, además, que “el Ejecutivo Nacional, por órgano 
del ministerio con competencia en la materia, fiscalizará y ejercerá el control sobre 
las actividades reservadas, así como sobre el transporte de los hidrocarburos y sus 
derivados en todo el territorio nacional, desde su extracción hasta el consumidor 
final en el mercado doméstico, o hasta los puertos y puntos de exportación”27. 

IV. LA “ESTATIZACIÓN” O LA TERMINACIÓN ANTICIPADA UNILATERAL DE 
LOS CONVENIOS OPERATIVOS Y DE ASOCIACIÓN QUE PERMITÍAN LA PAR-
TICIPACIÓN DEL CAPITAL PRIVADO EN LAS ACTIVIDADES PRIMARIAS SU-
CRITOS ANTES DE 2002 

A partir de 2006, el Estado venezolano, después de haber establecido el marco para la 
desnacionalización de la industria petrolera, comenzó un proceso de “estatización” petro-
lera mediante la eliminación progresiva, mediante ley, de la participación del capital pri-
vado en las actividades de la industria petrolera que se había desarrollado antes de la en-
trada en vigencia de la nueva Ley Orgánica de Hidrocarburos en 2001. 

Como se dijo, para el momento en que se dictó la Ley Orgánica de Hidrocarburos de 
2001, los particulares podían participar y participaban en la realización de las actividades 
de hidrocarburos a través de dos modalidades previstas en la legislación anterior: los 
Convenios Operativos con las empresas del Estado, y mediante Convenios de Asociación 
Estratégicas y de Explotación a Riesgo y Ganancias Compartidas que se habían suscrito 
bajo la vigencia de la Ley que reserva al Estado la Industria y el Comercio de los Hidro-
carburos de 1975, los cuales dado el principio general de la irretroactividad de las leyes, 
continuaron en vigencia como contratos válidamente suscritos por el Estado conforme al 
artículo 5 de aquella Ley, que fue derogada por la Ley Orgánica de 2001, aún después de la 
entrada en vigencia de la nueva Ley.  

El proceso de eliminación de la participación del capital privado en la industria que 
había sido posible conforme a los contratos suscritos antes de 2001, se verificó mediante 
tres instrumentos legislativos, a través de los cuales, por una parte, se dispuso la extinción, 
es decir, la terminación unilateral anticipada de los Convenios Operativos que existían 
(Ley de Regularización de la Participación Privada en las Actividades Primarias Previstas, abril 
2006); por la otra, se dispuso la terminación unilateral anticipada de los Convenios de 
Asociación y de Explotación a Riesgo que existían y que se habían suscrito entre 1993 y 
2001, disponiéndose sin embargo, en este último caso, la posibilidad de que dichos conve-
nios de asociación se pudieran convertir en empresas mixtas con capital del Estado en más 
del 50% del capital social (Arts. 22 y 27 al 32 LOH) (Decreto-Ley 5200, Ley de Migración a 
                                                      
27  Véase los comentarios sobre la rechazada reforma en Allan R. Brewer-Carías, La refor-

ma constitucional de 2007, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007 
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Empresas Mixtas de los Convenios de Asociación de la Faja Petrolífera del Orinoco, así como de los 
Convenios de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas, febrero 2007) y por último, se 
dispuso la “confiscación” de los intereses, acciones, participación y derechos de las empre-
sas que participaban en dichos Convenios y Asociaciones, cuando no hubiesen acordado 
migrar a las referidas empresas mixtas (Ley sobre los Efectos del Proceso de Migración a Em-
presas Mixtas de los Convenios de Asociación de la Faja Petrolífera del Orinoco; así como de los 
Convenios de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas, octubre 2007).  

Conforme a las dos primeras leyes, al extinguirse los contratos administrativos exis-
tentes, puede decirse que se habría dispuesto la expropiación de los derechos contractuales 
que correspondían a las empresas privadas contratantes, la cual, sin embargo, se efectuó 
directamente mediante la Ley, sin seguirse el procedimiento general establecido en la Ley 
de Expropiación por causa de utilidad pública y social. Ello, sin embargo, conforme al artí-
culo 115 de la Constitución, generaba derechos en cabeza de las empresas contratantes a 
ser justamente indemnizadas por los daños y perjuicios producidos por dicha terminación 
anticipada y unilateral de los contratos administrativos validamente suscritos por el Esta-
do. Sin embargo, conforme a la última de las leyes mencionadas, lo que podía ser entendi-
do como un proceso de expropiación, por terminación unilateral y anticipada de contratos, 
se convirtió en una “confiscación” de derechos en el caso de las empresas que no llegaron 
a un acuerdo con el Estado para seguir operando bajo el esquema de empresas mixtas. 

1. La extinción de los Convenios Operativos 

En efecto, en cuanto a los Convenios Operativos que se habían suscrito conforme a la 
legislación anterior, entre las filiales de PDVSA y empresas privadas, el 18 de abril de 2006 
se dictó la Ley de Regularización de la Participación Privada en las Actividades Primarias Previs-
tas28, cuyo específico objeto que se definió como “regularizar la participación privada en 
las actividades primarias”, condujo a la extinción, mediante Ley, de los Contratos Operati-
vos existentes, dado que el Legislador consideró que su ejercicio había:  

“[…] sido desnaturalizado por los Convenios Operativos surgidos de la lla-
mada apertura petrolera, al punto de violar los intereses superiores del Esta-
do y los elementos básicos de la soberanía” (art. 1). 

En consecuencia, el artículo 2 de la Ley declaró que el contenido de los referidos Con-
venios Operativos surgidos de la llamada apertura petrolera, era “incompatible con las 
reglas establecidas en el régimen de nacionalización petrolera”, disponiendo que “queda-
rán extinguidos y no podrá continuarse la ejecución de sus preceptos, a partir de la publi-
cación de esta Ley en la Gaceta Oficial” (art. 2). 

Es decir, a partir del 18 de abril de 2006, mediante una ley de la Asamblea Nacional se 
puso fin y se extinguieron los Convenios Operativos que existían, es decir, se dio por ter-
minados en forma unilateral y anticipada a unos contratos administrativos que habían 

                                                      
28  Gaceta Oficial nº 38.419 del 18 de abril de 2006. 
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sido validamente suscritos. No se trató, en este caso, de una rescisión unilateral del contra-
to por parte de la Administración contratante, que eran las empresas filiales de PDVSA, 
sino de una terminación anticipada y unilateral de dichos contratos por una decisión del 
órgano legislativo del Estado, a través de una Ley. En estos casos, la responsabilidad del 
Estado por los daños causados por la terminación unilateral y anticipada de los contratos  
y el derecho de los cocontratantes a ser indemnizados era incuestionables conforme al ré-
gimen de lo contratos administrativos, configurándose como una expropiación de dere-
chos contractuales, así la decisión hubiera sido tomada mediante acto legislativo. 

Dicha Ley, además, dispuso hacia el futuro que 

“[…] ningún nuevo contrato podrá otorgar participación en las actividades de 
exploración, explotación, almacenamiento y transporte inicial de hidrocarbu-
ros líquidos, o en los beneficios derivados de la producción de dichos hidro-
carburos, a persona alguna de naturaleza privada, natural o jurídica, salvo 
como accionista minoritario en una empresa mixta, constituida de conformi-
dad con la Ley Orgánica de Hidrocarburos en la cual el Estado asegure el 
control accionario y operacional de la empresa” (Art. 3). 

Es decir, se ratificó legislativamente el principio que se había dispuesto en la Ley Or-
gánica de 2001 de que la participación del capital privado en las actividades primarias sólo 
podía realizarse mediante la constitución de las empresas mixtas reguladas en la Ley, que 
era lo que se proponía incluir en la rechazada reforma constitucional de 2007. 

La consecuencia de la declaratoria de extinción de los Convenios Operativos existen-
tes, además de la obligación para el Estado de indemnizar a los antiguos contratistas por 
los daños y perjuicios ocasionados por la terminación anticipada y unilateral de los Con-
venios y la expropiación de los derechos contractuales, sobre lo cual, sin embargo nada 
dispuso el texto de la Ley; fue que conforme se dispuso en el artículo 4 de la Ley:  

“[…] la República, directamente o a través de empresas de su exclusiva pro-
piedad, reasumirá el ejercicio de las actividades petroleras desempeñadas por 
los particulares, a los fines de garantizar su continuidad y en razón de su ca-
rácter de utilidad pública e interés social, sin perjuicio de que se establezcan 
para tal efecto empresas mixtas sujetas a la aprobación de la Asamblea Na-
cional, previo informe favorable del Ejecutivo Nacional por órgano del Minis-
terio de Energía y Petróleo y de la Comisión Permanente de Energía y Minas 
de la Asamblea Nacional”. 

A tal efecto, la Asamblea Nacional ya había adoptado en marzo de 2006 el “Acuerdo 
mediante el cual se aprueban los Términos y Condiciones para la creación y funcionamien-
to de las Empresas Mixtas” (G.O. Nº 38.410 de 31-03-2006). 
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2. La terminación anticipada y unilateral de los Convenios de Asociación y de los Conve-
nios de exploración a riesgo y ganancias compartidas y la posibilidad de su transforma-
ción en empresas mixtas 

La Ley Habilitante de 1 de febrero de 200729 autorizó al Presidente de la República a 
dictar normas que permitieran al Estado, 

“[…] asumir directamente, o mediante empresas de su exclusiva propiedad, 
el control de las actividades realizadas por las asociaciones que operan en la 
Faja Petrolífera del Orinoco, incluyendo mejoradores y las asignaciones de 
explotación a riesgo y ganancias compartidas, para regularizar y ajustar sus 
actividades dentro del marco legal que rige a la industria petrolera nacional, a 
través de la figura de empresas mixtas o de empresas de la exclusiva propie-
dad del Estado”.  

Con esta delegación legislativa se buscaba, en primer lugar, que el Estado asumiera “el 
control de las actividades realizadas por las asociaciones que operan en la Faja Petrolífera 
del Orinoco, incluyendo mejoradores y las asignaciones de explotación a riesgo y ganan-
cias compartidas”, lo que en si mismo era innecesario, pues dicho control ya existía con-
forme al esquema de toma de decisiones regulado en los Convenios de Asociación, aún 
cuando el Estado tuviera minoría accionaria en los mismos. Pero además, en segundo lu-
gar, lo que se buscaba con la delegación legislativa era hacer lo que el Legislador con la 
Ley Orgánica de Hidrocarburos de 2001 no hizo, y no podía hacer, por no poder atribuirle 
efectos retroactivos a la misma, y aplicar la Ley Orgánica de 2001 a los Contratos de Aso-
ciación que habían sido suscritos válidamente conforme a la legislación anterior. Por ello la 
habilitación buscó “regularizar y ajustar sus actividades dentro del marco legal que rige a 
la industria petrolera nacional, a través de la figura de empresas mixtas o de empresas de 
la exclusiva propiedad del Estado”. 

En ejecución de tal delegación legislativa, el 26 de febrero de 2007, mediante Decreto 
Ley 5.200, el Ejecutivo Nacional dictó la Ley de Migración a Empresas Mixtas de los Convenios 
de Asociación de la Faja Petrolífera del Orinoco, así como de los Convenios de Exploración a Riesgo 
y Ganancias Compartidas30, con la cual se dispuso la terminación unilateral y anticipada de 
los convenios de asociación suscritos entre 1993 y 2001, lo que implicaba, para los contra-
tistas que no acordaran los términos unilaterales fijados por el Estado, la expropiación de 
sus derechos contractuales y el derecho consecuente a ser justamente indemnizados por 
los daños y perjuicios causados por la ejecución de dicha Ley. 

                                                      
29  G.O. nº 38.617 de 01-02-2007. 
30  G.O. nº 38.623 de 16-2-2007. 
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A.  La terminación anticipada de los convenios de asociación y la búsqueda de su
   migración a empresas mixtas  

En efecto, dicha Ley dispuso que:  

“[…] las asociaciones existentes entre filiales de Petróleos de Venezuela, S.A. 
y el sector privado que operan en la Faja Petrolífera del Orinoco, y en las de-
nominadas de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas, deberán ser 
ajustadas al marco legal que rige la industria petrolera nacional, debiendo 
transformarse en empresas mixtas en los términos establecidos en la Ley Or-
gánica de Hidrocarburos” (art. 1). 

Esto significó, pura y simplemente, darle efectos retroactivos a la Ley Orgánica de 
Hidrocarburos de 2001, al imponer unilateralmente a los Convenios de Asociación suscri-
tos conforme a la legislación anterior, la obligación de ajustarse a la nueva Ley.  

A tal efecto, en esta Ley, de nuevo, se dispuso la terminación unilateral y anticipada de 
contratos administrativos que habían sido válidamente celebrados como Convenios de 
Asociación entre 1993 y 2001, entre las filiales de PDVSA y diversas empresas privadas 
para la realización de actividades primarias; disponiéndose además, que las mismas no 
sólo debían ajustarse al marco legal de la Ley Orgánica de 2001, a la cual ex post facto se le 
dio efectos retroactivos, sino se dispuso que:  

“[…] todas las actividades ejercidas por asociaciones estratégicas de la Faja 
Petrolífera del Orinoco, constituidas por las empresas Petrozuata, S.A.; Sin-
crudos de Oriente, S.A., Sincor, S.A., Petrolera Cerro Negro S.A y Petrolera 
Hamaca, C.A; los convenios de Exploración a Riesgo y Ganancias Comparti-
das de Golfo de Paria Oeste, Golfo de Paria Este y la Ceiba, así como las 
empresas o consorcios que se hayan constituido en ejecución de los mismos; 
la empresa Orifuels Sinovensa, S.A, al igual que las filiales de estas empresas 
que realicen actividades comerciales en la Faja petrolífera del Orinoco, y en 
toda la cadena productiva, serán transferidas a las nuevas empresas mixtas”. 

Es decir, no sólo se decidió unilateralmente la terminación anticipada de los contratos, 
sino que se dispuso que en caso de que los inversionistas privados socios en los Convenios 
que se extinguían estuviesen de acuerdo con la transferencia de los mismos a las nuevas 
empresas mixtas, los mismos lo que podían eran ser accionistas de las empresas mixtas 
con menos del 40% del capital social, teniendo como accionista por parte del Estado a la 
Corporación Venezolana del Petróleo, S.A. u otra filial de Petróleos de Venezuela, S.A., 
con una participación accionaria mínima del 60% del capital social (art. 2). 

En caso de que el inversionista socio de un Convenio de asociación acordase ser accio-
nista minoritario de la nueva empresa mixta, dispuso el artículo 6 de la Ley, que:  
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“[…] por tratarse de una circunstancia especial de interés público, y de con-
formidad con lo dispuesto en el único aparte del artículo 37 de la Ley Orgáni-
ca de Hidrocarburos, la escogencia de los socios minoritarios en el proceso de 
migración de las asociaciones será directa”. 

La aplicación de esta excepción a la selección mediante concurso competitivo como lo 
exige la Ley Orgánica de 2001, por supuesto, sólo podría ocurrir si la empresa privada que 
era parte o socio del Convenio de asociación decidía continuar en la operación, formando 
parte, como accionista minoritario, de la nueva empresa mixta. De lo contrario, conforme a 
la Ley Orgánica de Hidrocarburos, si no se trataba de la empresa que era parte de un anti-
guo Convenio sino de un nuevo accionista privado de la nueva empresa mixta que asu-
miera la operación de un antiguo Convenio de asociación, la misma tendría que seleccio-
narse mediante procedimientos competitivos (art. 37). 

Para el caso de que las empresas accionistas de los Convenios de Asociación que se 
terminaban unilateral y anticipadamente mediante esta Ley de Migración, no acordaren 
con el Ejecutivo Nacional formar parte como accionistas de las nuevas empresas mixtas, el 
efecto de la Ley fue el de la expropiación de sus derechos contractuales, teniendo las mis-
mas, conforme al artículo 115 de la Constitución derecho a ser justamente indemnizadas 
por los daños y perjuicios causados por la terminación unilateral y anticipada de los Con-
tratos. 

B.  La asunción inmediata de la operación por el Estado  

La decisión legislativa de poner fin unilateral y anticipadamente a los contratos de 
asociación, implicó la necesidad de asegurar la inmediata asunción por parte del Estado, 
de la operación industrial concreta de cada Convenio de asociación. 

A tal efecto, la Ley dispuso que la empresa estatal accionista de las posibles empresas 
mixtas fuera la Corporación Venezolana del Petróleo, S.A. o la filial de Petróleos de Vene-
zuela, S.A. que se designase al efecto, la cual debió conformar dentro de los 7 días a partir 
de la fecha de publicación de Decreto-Ley, es decir, para el 5 de marzo de 2007, “una Co-
misión de Transición para cada asociación”, disponiéndose que la misma se debía incorpo-
rar “a la actual directiva de la asociación respectiva, a fin de garantizar la transferencia a la 
empresa estatal el control de todas las actividades que las asociaciones realizan”, en un pro-
ceso que culminó el 30 de abril de 2007 (art. 3).  

A tal efecto, la Ley dispuso que las empresas del sector privado que fueran parte en 
los convenios de asociación debían cooperar con la Corporación Venezolana del Petróleo, 
S.A. para efectuar un cambio seguro y ordenado de operadora (art. 3). 

Sobre la situación de los trabajadores de la nómina contractual de las asociaciones que 
debieron ser transformadas, la Ley dispuso que a partir de la entrada en vigencia de la 
misma, aquellos gozarían de inamovilidad laboral y estarían amparados por la Conven-
ción Colectiva Petrolera que regía para los trabajadores de Petróleos de Venezuela, S.A. 
(Art 10) 
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El artículo 2 de la Ley, por otra parte, atribuyó al Ministerio del Poder Popular para la 
Energía y Petróleo la potestad de determinar unilateralmente, en cada caso,  

“[…] la valoración de la Empresa Mixta, la participación accionaria de la filial 
de Petróleos de Venezuela, S.A. designada a efecto, y los ajustes económicos y 
financieros que fueren procedentes” (art. 2).  

Es decir, el Estado, unilateralmente, a través del Ministerio respectivo, debía determi-
nar la valoración de la nueva empresa mixta a ser establecida para sustituir a cada Conve-
nio de asociación; el porcentaje de participación accionaria que en cada empresa mixta 
sustitutiva de cada Convenio de asociación debía corresponder a la filial de PDVSA que 
fuese a ser accionista, que en ningún caso podía ser inferior al 60% del capital social; y “los 
ajustes económicos y financieros que fuere procedentes”. 

Por otra parte, la Ley dispuso expresamente en su artículo 7, que la infraestructura, los 
servicios de transporte y mejoramiento de las asociaciones en la Faja Petrolífera del Orino-
co y en las denominadas de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas, serían “de 
libre utilización de acuerdo con los lineamientos que, mediante Resolución, emita el Minis-
terio del Poder Popular para la Energía y Petróleo”, a cuyo efecto, “los costos derivados de 
la utilización de tales servicios, serán determinados de mutuo acuerdo por las partes, a 
falta de los cuál, el Ministerio del Poder Popular para la Energía y Petróleo fijará las condi-
ciones para su prestación”. 

C.  El plazo para que las empresas privadas decidieran su incorporación a las  
   empresas mixtas 

A pesar de que la Ley dispuso la transferencia inmediata de los Convenios de Asocia-
ción al Estado, y la consecuente asunción por la empresa estatal correspondiente de la ope-
ración de los Convenios, el artículo 4 de la Ley concedió a las empresas del sector privado 
que habían sido parte en los extinguidos Convenios de asociación de la Faja Petrolífera del 
Orinoco, y de las denominadas de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas, un pe-
ríodo de cuatro (4) meses a partir de la fecha de la publicación de la Ley (26-2-2007), es 
decir, hasta el 26 de junio de 2007, “para acordar los términos y condiciones de su posible 
participación en las nuevas Empresas Mixtas”, se entiende, con el Ministerio respectivo, 
disponiéndose que además, en su caso, se le concederían “dos (2) meses adicionales para 
someter los señalados términos y condiciones a la Asamblea Nacional a fin de solicitar la 
autorización correspondiente de conformidad con la Ley Orgánica de Hidrocarburos”. 

Ahora bien, transcurrido el plazo antes indicado de 4 meses, que venció el 26 de junio 
de 2007, “sin que se hubiera logrado acuerdo para la constitución y funcionamiento de las 
Empresas Mixtas”, entonces, la República, a través de Petróleos de Venezuela, S.A. o cual-
quiera de sus filiales, debía asumir directamente las actividades ejercidas por las asociaciones 
a fin de preservar su continuidad, en razón de su carácter de utilidad pública e interés so-
cial (Art. 5). 
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La Ley dispuso, además, que los actos, negocios y acuerdos que se realizasen o suscri-
bieran a los efectos de constituir las Empresas Mixtas dispuestas en la Ley, así como las 
cesiones, transferencias de bienes y cualesquiera otras operaciones que generasen enrique-
cimiento o supusieran la enajenación, transmisión o venta de bienes destinados a conformar 
el patrimonio de dichas empresas, estarían exentos del pago de impuestos, tasas, contribu-
ciones especiales o cualquier otra obligación tributaria creados por el Poder Nacional. 

Nada dispuso la Ley de Migración sobre los derechos a ser indemnizadas de las em-
presas privadas que no hubieran llegado a un acuerdo para continuar como socios de las 
nuevas empresas mixtas. Sin embargo, como se ha dicho, la consecuencia de la aplicación 
retroactiva de la Ley de 2001 a los Convenios de Asociación suscritos válidamente con 
anterioridad a la misma, se configuró como una terminación anticipada y unilateral de los 
dichos Convenios de Asociación, y como una expropiación por Ley de los derechos con-
tractuales de los contratantes en dichos Convenios, lo cual conforme al artículo 115 de la 
Constitución, les originó el derecho a ser justamente indemnizados por los daños y perjui-
cios causados. 

D.  Los derechos de las nuevas empresas mixtas 

Por otra parte, artículo 8 de la Ley dispuso que el Ejecutivo Nacional, mediante Decre-
to, debía transferir a las Empresas Mixtas resultantes del proceso de migración “el derecho 
al ejercicio de sus actividades primarias, pudiendo igualmente adjudicarles la propiedad u 
otros derechos sobre bienes muebles o inmuebles del dominio privado de la República que 
sean requeridos para el ejercicio eficiente de tales actividades”. Estos derechos, sin embar-
go, pueden ser revocados, “si las operadoras no dieren cumplimiento a sus obligaciones, 
en forma tal que impida lograr el objeto para el cual dichos derechos fueron transferidos” 
(art 8). 

Igualmente, mediante Resolución, el Ministerio del Poder Popular para la Energía y 
Petróleo debía delimitar “las áreas en las cuales las Empresas Mixtas desarrollarán sus acti-
vidades primarias, las cuales se dividirán en lotes con una extensión máxima de cien kiló-
metros cuadrados (100 km2)” (Art. 9). 

E.  El régimen jurídico aplicable y la jurisdicción 

Por último, el artículo 13 de la Ley de Migración dispuso que  

“Todos los hechos y actividades vinculados al presente Decreto-Ley se regirán 
por la Ley Nacional, y las controversias que de los mismos deriven estarán so-
metidas a la jurisdicción venezolana, en la forma prevista en la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela”. 

En relación con esta norma, por una parte debe recordarse que todos los efectos que 
produzca cualquier ley dictada en Venezuela, en virtud del principio de la territorialidad, 
en principio se rigen por la legislación nacional; de manera que si nada se dispone expresa-
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mente en contrario en el texto de la ley, todas las situaciones jurídicas derivadas de cual-
quier ley, se rigen por la “Ley Nacional.” 

Pero además, la Ley dispuso, aún con redacción deficiente, que las controversias que 
se deriven de sus disposiciones estarán sometidas a la jurisdicción venezolana, y de nuevo, 
ello no podría ser de otra forma, salvo que el legislador renunciase expresamente a la ju-
risdicción venezolana. Por tanto, las controversias que surjan con ocasión de la migración 
de las antiguas Asociaciones a las nuevas empresas mixtas, o los acuerdos que puedan 
haber llegado los antiguos socios de los Convenios de Asociación al incorporarse, confor-
me a las previsiones de la Ley, como socios minoritarios de las nuevas empresas mixtas, 
solo pueden ser resueltos por la jurisdicción nacional. 

Además, por ejemplo, las controversias derivadas de las decisiones contenidas en el 
Decreto Ley y su aplicación, sin duda, en principio están también sometidas a la jurisdic-
ción venezolana, por ejemplo, en cuanto a la posibilidad de impugnación por razones de 
inconstitucionalidad de las normas de la Ley de Migración ante la Jurisdicción Constitu-
cional, o de la impugnación de los actos administrativos que conforme a ella dicte el Ejecu-
tivo Nacional, ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

Pero ello no implica, en forma alguna, la anulación de las cláusulas que puedan tener los 
Convenios de Asociación cuya terminación anticipada y unilateral se resolvió por la Ley, por 
ejemplo, relativas a la sumisión de las controversias que derivasen de la ejecución, cumpli-
miento e incumplimiento de los Convenios de Asociación, a jurisdicción arbitral, incluso fuera 
de Venezuela, como lo autoriza el artículo 151 de la Constitución. Es decir, los contratistas, en 
esos casos, tienen derecho a que las controversias que se deriven de la ejecución, cumplimien-
to, incumplimiento y terminación anticipada y unilateral de aquellos Contratos de asociación, 
como contratos administrativos que son, en caso de contener cláusulas arbitrales o de aplica-
ción de la legislación o de una jurisdicción extranjera, sean resueltas en la forma dispuesta en 
los mismos. De lo contrario se trataría de darle efectos retroactivos a la Ley de Migración, lo 
cual está prohibido en el artículo 24 de la Constitución que prohíbe que se den a las disposi-
ciones legislativas efectos retroactivos. 

El artículo 13 de la Ley de 2007, por tanto, no puede interpretarse, como una normativa 
que pueda significar la “anulación” de las propias cláusulas contractuales anteriores relativas 
a la solución de controversias establecidas en los Convenios de Asociación que se dan por 
terminados, derivadas precisamente, por ejemplo, del incumplimiento de los Convenios por 
parte del Estado, como el que resulta de su terminación anticipada.  

3 La “confiscación” de los intereses, acciones, participaciones y derechos de las empresas 
que no llegaron a un acuerdo con el Estado de migrar hacia empresas mixtas 

A.  La extinción definitiva de los antiguos Convenios y Asociaciones 

De acuerdo con lo antes expuesto, conforme a la Ley de Migración a Empresas Mixtas de 
los Convenios de Asociación de la Faja Petrolífera del Orinoco, así como de los Convenios de Explo-
ración a Riesgo y Ganancias Compartidas (Decreto Ley 5200) de febrero de 2000, en relación 
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con las actividades que ejercieron las antiguas asociaciones estratégicas de la Faja Petrolí-
fera del Orinoco, constituidas por las empresas Petrozuata, S.A.; Sincrudos de Oriente, 
S.A., Sincor, S.A., Petrolera Cerro Negro S.A y Petrolera Hamaca, C.A; los convenios de 
Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas de Golfo de Paria Oeste, Golfo de Paria 
Este y la Ceiba, así como las empresas o consorcios que se hayan constituido en ejecución 
de los mismos; la empresa Orifuels Sinovensa, S.A, al igual que las filiales de estas em-
presas que realizaban actividades comerciales en la Faja petrolífera del Orinoco, y en toda 
la cadena productiva, que se ordenó que fueran transferidas a nuevas empresas mixtas; 
resultó la constitución de algunas de dichas empresas mixtas, en las cuales participó el 
capital privado. 

En estos casos, conforme a la Ley sobre los Efectos del Proceso de Migración a Empresas 
Mixtas de los Convenios de Asociación de la Faja Petrolífera del Orinoco; así como de los Convenios 
de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas de 5 de octubre de 200731, los convenios que 
habían dado origen a las asociaciones a las que se refirió la Ley de Migración a Empresas 
Mixtas de los Convenios de Asociación de la Faja Petrolífera del Orinoco, así como de los 
Convenios de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas, “quedaron extinguidos” a 
partir de la fecha de publicación del “decreto que dispuso la transferencia del derecho a 
ejercer actividades primarias a las empresas mixtas que constituyeron conforme con lo 
previsto en dicha Ley” en la Gaceta Oficial de la República (art. 1). 

En cuanto a los convenios en los que, conforme a la misma Ley de Migración a Empresas 
Mixtas de los Convenios de Asociación de la Faja Petrolífera del Orinoco, así como de los Convenios 
de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas (Decreto Ley 5200) de febrero de 2000, nin-
guna de las empresas privadas que fueran parte en las asociaciones correspondientes, 
hubiera alcanzado un acuerdo de migración a empresa mixta dentro del plazo establecido 
en el Artículo 4 de dicha Ley, conforme a lo dispuesto en la Ley sobre los Efectos del Proceso 
de Migración a Empresas Mixtas de los Convenios de Asociación de la Faja Petrolífera del Orinoco; 
así como de los Convenios de Exploración a Riesgo y Ganancias Compartidas de 5 de octubre de 
2007, dichos convenios quedaron extinguidos “a partir de la fecha de publicación” de di-
cha Ley en la Gaceta Oficial de la República (art. 1) 

Como se dijo, la Ley de Migración (Decreto Ley 5.200) nada había indicado sobre los de-
rechos a indemnización y compensación de las empresas privadas que no hubieran llega-
do a un acuerdo para continuar como socios de las nuevas empresas mixtas, en virtud de la 
terminación anticipada y unilateral de los Convenios y Asociaciones, que tenían de acuer-
do con lo dispuesto en el artículo 115 de la Constitución. Sin duda, se trataba de una ex-
propiación realizada por ley especial al margen de la Ley general de expropiación, que 
implicaba, de acuerdo con la Constitución, el derecho de las empresas privadas a ser in-
demnizadas.  

Sin embargo, en lugar de procederse a ello, el Estado optó por definitivamente “con-
fiscar” dichos derechos, al declarar pura y simplemente extinguidos los convenios a partir 
de la publicación de la Ley sobre los Efectos del Proceso de Migración a Empresas Mixtas de los 
                                                      
31  Gaceta Oficial Nº 38.785 del 8 de octubre de 2007 
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Convenios de Asociación de la Faja Petrolífera del Orinoco; así como de los Convenios de Explora-
ción a Riesgo y Ganancias Compartidas de 5 de octubre de 2007. 

 B.  La confiscación de derechos de las empresa privadas que habían participado en 
   los Convenios y Asociaciones apelando al principio de la “reversión” 

A los efectos de materializar dicha confiscación, el artículo 2 de la Ley sobre los Efectos 
del Proceso de Migración, dispuso expresamente que “los intereses, acciones y participacio-
nes” en las asociaciones referidas en el Artículo 1 de la Ley de Migración en las sociedades 
constituidas para desarrollar los proyectos correspondientes, y en “los activos utilizados 
para la realización de las actividades de tales asociaciones, incluyendo derechos de pro-
piedad, derechos contractuales y de otra naturaleza”, que hasta el día 26 de junio de 2007  
(conforme al plazo establecido en el Artículo 4 de la referida Ley), “correspondían a las 
empresas parte del sector privado con las cuales no se logró un acuerdo de migración a 
empresa mixta, quedan transferidos, con base en el principio de reversión, sin necesidad 
de acción o instrumento adicional, a las nuevas empresas mixtas constituidas como resul-
tado de la migración de las asociaciones respectivas, salvo lo previsto en el Artículo 3 de la 
presente Ley”. Esta disposición, de acuerdo con el régimen constitucional venezolano 
comporta una confiscación de dichos bienes lo cual está prohibido en la Constitución (art. 
115). 

Es decir, el Estado, mediante Ley, ordenó la trasferencia forzada de bienes de propie-
dad privada a las nuevas empresas mixtas constituidas sin indemnización ni proceso, en 
todos los casos en los cuales algunas de las otras empresas privadas del respectivo conve-
nio o asociación hubieran acordado formar parte de las empresas mixtas. En el artículo 4 
de la Ley se aclaró, que en esos casos, “las transferencias de intereses, acciones, participa-
ciones y derechos” en ella previstas, “no generarán obligaciones tributarias en la República 
Bolivariana de Venezuela para ninguna persona o entidad”.  

Por otra parte, conforme al artículo 3 de la Ley sobre los Efectos del Proceso de Migración, 
en los casos en que “ninguna de las empresas que constituían la parte privada del convenio 
de asociación hubiera alcanzado un acuerdo de migración a empresa mixta dentro del pla-
zo establecido”, “los intereses, acciones, participaciones y derechos” de las mismas se or-
denó que debían mantenerse “en propiedad de la filial de Petróleos de Venezuela, S.A. 
que hubiera asumido las actividades de la asociación de que se trate, hasta que el Ejecutivo 
Nacional determine la filial que en definitiva deberá asumir tales actividades”. 

Se trata, en todo caso, como se dijo, de una transferencia forzada de bienes de propie-
dad privada al Estado decretada por el Legislador, sin indemnización ni proceso algunos, 
lo que se configura como una confiscación prohibida en el artículo 113 de la Constitución, 
y la cual en forma alguna puede justificarse recurriéndose al “principio de la reversión”, 
figura que es totalmente inaplicable en esos casos, y que está esencialmente asociada a la 
figura de las “concesiones” administrativas que no existen en materia de hidrocarburos. 

En efecto, uno de los principios más clásicos del derecho administrativo en relación 
con concesiones de servicios públicos, de construcción y uso de obras públicas y de explo-
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tación de bienes del dominio público, ha sido el de la necesaria reversión del servicio o de 
la obra construida a la Administración concedente una vez extinguida la concesión.  Se 
trató de un principio que buscaba asegurar la continuidad en la prestación del servicio, del 
uso de una obra pública o de una explotación de bienes públicos, independientemente de 
la participación del concesionario, una vez extinguida la concesión. 

Sin embargo, al tratarse de un medio de extinción de la propiedad privada del conce-
sionario sobre los bienes afectos al servicio o de las obras construidas, la garantía de la 
propiedad y de la reserva legal imponen la necesidad de que el principio de la reversión 
tenga que estar establecido en texto legal expreso32. En materia de concesiones de hidro-
carburos, por ejemplo, el principio estaba establecido en la propia Constitución de 1961 
(art. 103) y en la vieja Ley de Hidrocarburos (art. 80), conforme a las cuales, por ejemplo, se 
dictó la “Ley sobre bienes afectos a reversión en las concesiones de hidrocarburos” de 
197133. En ausencia de texto legal expreso, por tanto, la reversión sólo puede proceder si se 
la ha regulado expresamente en el contrato de concesión34.  

Esta, por lo demás, es la orientación que se siguió en la Ley Orgánica sobre Promoción 
de la Inversión Privada bajo el régimen de Concesiones35, al disponer en el artículo 48 rela-
tivo a la “reversión de obras y servicios” que es el respectivo contrato el que debe estable-
cer, entre otros elementos, “los bienes que por estar afectos a la obra o al servicio de que se 
trate revertirán al ente concedente, a menos que no hubieren podido ser totalmente amor-
tizadas durante el mencionado plazo”. A tal efecto, la norma también dispone que durante 
un período prudencial anterior a la terminación del contrato, el ente concedente debe 
adoptar las disposiciones encaminadas a que la entrega de los bienes a ser revertidos, se 
verifique en las condiciones convenidas en el contrato. Igualmente, dicha norma dispone que 
el contrato debe expresar “las obras, instalaciones o bienes que hubiere de realizar el con-
cesionario no sujetas a reversión, las cuales, de considerarse de utilidad o interés público, 
podrán ser objeto de reversión previo pago de su precio al concesionario.” 

En consecuencia, si no hay una disposición legal que establezca la reversión de bienes 
en concesiones de servicios públicos, de obras públicas o de uso o explotación de bienes 
del dominio público, o si dicha reversión no está prevista en el contrato de concesión, al 
terminar la concesión, el concesionario no está obligado a revertir a la Administración nin-
                                                      
32  Incluso, en ese sentido, fue que la Constitución de 1961 estableció el principio de la 

concesión en materia de concesiones de hidrocarburos, en relación con las tierras (in-
muebles) afectados a las mismas 

33  Véase en Gaceta Oficial No. 29577 de 06-08-1971  
34  Como lo han dicho E. García de Enterría y T.R. Fernández, la reversión, bajo esta pers-

pectiva, “pierde su antiguo carácter de elemento esencial de toda concesión y pasa a 
ser considerada como un elemento accidental del negocio, esto es, procedente única-
mente en caso de pacto expreso, como una pieza más, allí donde esté concebida de ese 
modo, de la fórmula económica en que toda concesión consiste”, en su Curso de Dere-
cho Administrativo. I., Decimotercera Edición, Thomson-Civitas 2006, p. 763. 

35  Gaceta Oficial No. 5394 Extra. De 25-10-1999), 
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gún bien que se haya adquirido o construido o que haya estado afecto a la concesión, ni 
puede la Administración pretender apropiarse o tomar posesión de los mismos. Solo po-
dría hacerlo mediante expropiación, conforme a la Constitución y la Ley. De lo contrario se 
trataría de una confiscación prohibida en la Constitución, como es la que se ha decretado 
en la Ley sobre los Efectos del Proceso de Migración, la cual, por lo demás no se refiere a “con-
cesiones de hidrocarburos”, las cuales desaparecieron del ordenamiento jurídico desde 
hace décadas36. 

C.  El régimen jurídico aplicable y la jurisdicción 

Al igual que lo que dispuso la Ley de Migración (art. 13), el artículo 5 de la Ley sobre 
Efectos del proceso de Migración dispuso también que “todos los hechos y actividades objeto 
de la normativa” que contiene, “se regirán por las leyes de la República Bolivariana de 
Venezuela, y las controversias que de los mismos deriven estarán sometidas a su jurisdic-
ción, en la forma prevista en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela”. 

En relación con esta norma, también debe recordarse que todos los efectos que pro-
duzca cualquier ley dictada en Venezuela, en virtud del principio de la territorialidad, en 
principio se rigen por la legislación nacional; de manera que si nada se dispone expresamente 
en contrario en el texto de la ley, todas las situaciones jurídicas derivadas de cualquier ley, 
se rigen por la “Ley Nacional.” 

Pero además, esta Ley también dispuso con redacción deficiente, que las controversias 
que se deriven de sus disposiciones estarán sometidas a la jurisdicción venezolana, y de 
nuevo, ello no podría ser de otra forma, salvo que el legislador renunciase expresamente a 
la jurisdicción venezolana. Por tanto, las controversias que surjan con ocasión de la migra-
ción de las antiguas Asociaciones a las nuevas empresas mixtas, o los acuerdos que pue-
dan haber llegado los antiguos socios de los Convenios de Asociación al incorporarse, con-
forme a las previsiones de la Ley, como socios minoritarios de las nuevas empresas mixtas, 
solo pueden ser resueltos por la jurisdicción nacional. 

Además, por ejemplo, las controversias derivadas de las decisiones contenidas en Ley 
y su aplicación, sin duda, en principio están también sometidas a la jurisdicción venezola-

                                                      
36  En la sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia de 03-12-1974 (Caso: impugna-

ción de la Ley de Bienes afectos a reversión en las concesiones petroleras, al referirse a 
la reversión establecida en el artículo 103 de la Constitución y 80 de la Ley de Hidro-
carburos, la Corte dijo que “ambas leyes contemplan el traspaso de los bienes al Esta-
do sin indemnización alguna al extinguirse la concesión, y es evidente también que 
tanto la confiscación por la cual se incautan determinados bienes de una persona sin 
indemnización alguna, como la expropiación, que supone un procedimiento especial 
mediante indemnización, son figuras distintas a la reversión, en virtud de la cual los 
bienes pertenecientes al concedente, como los del concesionario, afectos a la concesión, 
vuelven a manos de aquél cuando por cualquier causa la concesión llega a su fin”. 
Véase en Gaceta Oficial N. 1718 Extraordinaria, de 20-01-1975, pp. 22-23. 
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na, por ejemplo, en cuanto a la posibilidad de impugnación por razones de inconstitucio-
nalidad de las normas de la Ley de Efectos del proceso de Migración ante la Jurisdicción 
Constitucional, o de la impugnación de los actos administrativos que conforme a ella dicte 
el Ejecutivo Nacional, ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

Pero ello no implica, en forma alguna, la anulación de las cláusulas que puedan tener los 
Convenios de Asociación cuya terminación anticipada y unilateral condujo a disponer la 
transferencia forzada de bienes de propiedad privada al Estado, por ejemplo, relativas a la 
sumisión de las controversias que derivasen de la ejecución, cumplimiento e incumplimiento 
de los Convenios de Asociación, a jurisdicción arbitral, incluso fuera de Venezuela, como lo 
autoriza el artículo 151 de la Constitución. Es decir, los contratistas, en esos casos, tienen dere-
cho a que las controversias que se deriven de la ejecución, cumplimiento, incumplimiento y 
terminación anticipada y unilateral de aquellos Contratos de asociación, como contratos ad-
ministrativos que son, en caso de contener cláusulas arbitrales o de aplicación de la legislación 
o de una jurisdicción extranjera, sean resueltas en la forma dispuesta en los mismos. De lo con-
trario se trataría de darle efectos retroactivos a la Ley sobre Efectos del proceso de Migración, 
lo cual está prohibido en el artículo 24 de la Constitución que prohíbe que se den a las disposi-
ciones legislativas efectos retroactivos. 

El artículo 5 de la Ley de Efectos de 2007, por tanto, tampoco puede interpretarse, como 
una normativa que pueda significar la “anulación” de las propias cláusulas contractuales ante-
riores relativas a la solución de controversias establecidas en los Convenios de Asociación cu-
yos derechos privados se confiscan, derivadas precisamente, por ejemplo, del incumplimiento 
de los Convenios por parte del Estado, como el que resulta de esa confiscación.  

22 de diciembre de 2007 


